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COMPOSICIÓN Y ORGANIZACIÓN DE LA CÁMARA
De conformidad con el artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación en el Boletín 

Oficial de las Cortes Generales de los cambios habidos en la composición de la Cámara:

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

PLENO

051/000003

A) Relación por orden alfabético de señores Diputados que han adquirido la plena condición de Diputado.

Baja:

VERA RUIZ-HERRERA, Noelia ..............05-10-2021

Alta:

DELGADO RAMOS, Juan Antonio .........13-10-2021

B) Relación de Diputados que han presentado su credencial, por circunscripciones.

Cádiz:

DELGADO RAMOS, Juan Antonio .........UP

C) Relación de Diputados por orden de presentación de credenciales.

Nombre: DELGADO RAMOS, Juan Antonio.
Circunscripción: Cádiz.
Número: 387.
Fecha: 7 de octubre de 2021.
Formación electoral: UP.

GRUPOS PARLAMENTARIOS

010/000013

Grupo Parlamentario Confederal de Unidas Podemos-En Comú Podem-Galicia en Común
(010/000008)

Número de miembros al 13 de octubre de 2021: 35.

Baja:

VERA RUIZ-HERRERA, Noelia ............05-10-2021

Alta:

DELGADO RAMOS, Juan Antonio .......13-10-2021
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CONTROL SOBRE LAS DISPOSICIONES DEL EJECUTIVO 
CON FUERZA DE LEY

REALES DECRETOS-LEYES

130/000057

Se publica a continuación el Real Decreto-ley 17/2021, de 14 de septiembre, de medidas urgentes 
para mitigar el impacto de la escalada de precios del gas natural en los mercados minoristas de gas y 
electricidad.

En cumplimiento de lo dispuesto en el artículo 86.2 de la Constitución, dicho Real Decreto-ley fue 
sometido a debate y votación de totalidad por el Congreso de los Diputados en su sesión del día de hoy, 
en la que se acordó su convalidación.

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

REAL DECRETO-LEY 17/2021, DE 14 DE SEPTIEMBRE, DE MEDIDAS URGENTES PARA MITIGAR EL 
IMPACTO DE LA ESCALADA DE PRECIOS DEL GAS NATURAL EN LOS MERCADOS MINORISTAS DE 

GAS Y ELECTRICIDAD

I

La electricidad es una variable sistémica de la economía que afecta a familias, autónomos, empresas, 
industria y a la economía en su conjunto. El precio de la electricidad en el mercado mayorista está 
estrechamente ligado a la evolución de la cotización del gas natural en los mercados internacionales.

Desde febrero del año 2021, la cotización del gas natural en los mercados europeos se ha 
incrementado bruscamente en más de un 250 %, alcanzando niveles sin precedentes e impactando 
directa y negativamente sobre el precio de la electricidad en el mercado mayorista.

En este contexto y debido al carácter sistémico que la energía, en general, y la electricidad, en 
particular, tienen para la economía y los graves efectos distorsionadores que esta situación está 
provocando sobre los hogares, las pymes y la industria, resulta necesario adoptar medidas regulatorias 
urgentes y extraordinarias que, siendo plenamente compatibles con el ordenamiento nacional y 
comunitario, corrijan dichos efectos y protejan a los consumidores ante la llegada de los meses del otoño 
e invierno, correspondientes con los de mayor consumo energético.

Los elevados precios que se vienen produciendo en los últimos meses en el mercado mayorista de la 
electricidad están generando una creciente alarma social y son motivo de una evidente preocupación, 
dado el papel fundamental que la electricidad juega en las economías domésticas, con especial incidencia 
en aquellos colectivos más vulnerables, por lo que es necesario corregir esta situación que ponen riesgo 
la competitividad de nuestra economía e impacta negativamente sobre las economías domésticas.

Este incremento sostenido del precio de la electricidad en el mercado mayorista viene observándose 
desde el mes de febrero de 2021, momento en el que la electricidad marcó su mínimo anual en términos 
mensuales (el precio medio aritmético en dicho mes, según los datos del Operador del Mercado Ibérico 
Español —en adelante, OMIE—, se situó en 28,49 €/MWh), pero se ha visto claramente agravado en los 
últimos meses, alcanzándose unos niveles nunca antes vistos. Así, el 21 de julio de 2021 se batió el 
anterior precio máximo diario de la electricidad de la serie histórica desde la puesta en marcha del 
mercado ibérico de la electricidad en 2004, alcanzándose un valor de 106,57 €/MWh y, desde entonces, 
este precio se ha visto superado en numerosas ocasiones, siendo el último de estos precios máximos el 
correspondiente con el 13 de septiembre de 2021, donde el precio medio diario se ha situado en 154,16 
€/MWh. De este modo, los meses de julio y agosto se han cerrado con unos precios medios aritméticos 
de 92,42 €/MWh y 105,94 €/MWh, respectivamente, lo que sitúa el incremento del precio mayorista de la 
electricidad en más de un 250 % desde aquel mínimo anual observado en febrero de 2021.
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Así, las medidas contempladas en este real decreto-ley engloban simultáneamente la dimensión social 
y económica de la grave y extraordinaria situación que se está viviendo en los mercados energéticos. 
Todas ellas van dirigidas en una misma dirección: Amortiguar la brusca escalada de precios de la 
electricidad, que se traduce en muchos casos en una factura de electricidad difícil de asumir para los 
consumidores, especialmente para aquellos en situación de mayor vulnerabilidad energética.

Las medidas tratan de frenar de manera inmediata el efecto que el incremento del precio de la 
electricidad está teniendo en el resto de sectores de la economía, lo que ya se está reflejando en los datos 
más recientes del índice de precios al consumo (con la consecuente pérdida de poder adquisitivo de los 
consumidores y una pérdida de competitividad para la industria y el sector servicios). Permitirán 
contrarrestar la eventual prolongación de la actual situación en los próximos meses, coincidentes con la 
llegada del periodo invernal, lo que previsiblemente traerá consigo un incremento de la demanda de 
electricidad en un momento en el que la energía despliega por completo todos sus efectos como bien 
esencial para las economías domésticas.

Esta evolución brusca y sin precedentes del gas natural, con un efecto muy negativo sobre la 
economía, coincide en el tiempo con el inicio de la senda de recuperación económica tras la crisis sanitaria 
causada por la pandemia del COVID-19. Ello supone un riesgo de ralentización de la recuperación.

Esta situación amenaza también la consecución de los objetivos de descarbonización de la economía, 
a los que el Reino de España se ha comprometido en el contexto de la Unión Europea, y que se han visto 
plasmados en el «Plan Nacional Integrado de Energía y Clima 2021-2030» y en la «Estrategia a Largo 
Plazo para una Economía Española Moderna, Competitiva y Climáticamente Neutra en 2050». Y esto es 
así puesto que los objetivos de reducción de emisiones de gases de efecto invernadero solo podrán 
alcanzarse por medio del incremento del grado de electrificación de los usos finales de la energía, lo que 
sumado a la creciente integración de renovables en el «mix» eléctrico, permitirán alcanzar la meta de la 
neutralidad climática en 2050. Por todo ello, una señal de precio asequible y razonable de la electricidad 
resulta crucial para que dicho proceso de electrificación se acelere, incentivando la utilización de medios 
de transporte electrificados y mejorando la competitividad de los procesos industriales que usan como 
fuente primaria de energía la electricidad, de tal forma que se vean desplazados del «mix» energético 
aquellos combustibles más contaminantes y, por ende, coadyuvando a la reducción de la huella de 
carbono a nivel nacional.

II

Uno de los aspectos más preocupantes de la actual escalada de precios de la electricidad es su 
impacto sobre los consumidores más vulnerables. Así, tal y como ya recogía la Estrategia Nacional contra 
la Pobreza Energética 2019-2024, se pone de manifiesto la necesidad de articular instrumentos 
complementarios de protección de los consumidores de energía eléctrica en situación de vulnerabilidad, 
propuesta que adquiere hoy aún mayor relevancia en el actual contexto de precios de la electricidad y tras 
la situación provocada en 2020 por la pandemia de la COVID-19 que ha provocado, en términos generales, 
una pérdida del poder adquisitivo de las familias.

En concreto, la Estrategia Nacional contra la Pobreza Energética 2019-2014, señalaba la necesidad 
de proteger a los hogares de las consecuencias de la pobreza energética, garantizando el derecho al 
suministro eléctrico a todos los consumidores vulnerables a través de un Suministro Mínimo Vital (SMV) 
que evite la desconexión total de su suministro.

De esta forma, por medio de este real decreto-ley se introduce un artículo 45 bis y se modifica el 
apartado 3 del artículo 52 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, estableciéndose 
como medida de protección al consumidor un suministro mínimo vital para los consumidores vulnerables 
perceptores del bono social eléctrico. Así, el período de cuatro meses contemplado en la normativa actual 
para que el consumidor vulnerable haga frente al pago de su factura de electricidad sin que su suministro 
se vea interrumpido, se extiende seis meses adicionales, durante los cuales se fijará una potencia tal que 
garantice unas condiciones mínimas de confort a los hogares acogidos a dicha medida. De esta forma, 
por tanto, se amplía nuevamente la esfera de protección de los consumidores en situación de vulnerabilidad 
energética, alargando el plazo que permite desencadenar el procedimiento de solicitud de suspensión del 
suministro, y dando por ello respuesta al mandato establecido en la Estrategia Nacional contra la Pobreza 
Energética 2019-2024.
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Dicha reforma con rango legal se complementa con la modificación del Real Decreto 897/2017, de 6 
de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de 
protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica, de tal forma que el desarrollo 
reglamentario pueda adaptarse de manera inmediata a las modificaciones introducidas con rango de ley.

III

Adicionalmente, por medio de este real decreto-ley se introducen un conjunto de medidas que 
contribuyen a la reducción de los costes de la factura final eléctrica.

En primer término, se prorroga un trimestre adicional la suspensión temporal del Impuesto sobre el 
valor de la producción de energía eléctrica.

Por medio del Real Decreto-ley 12/2021, de 24 de junio, por el que se adoptan medidas urgentes en 
el ámbito de la fiscalidad energética y en materia de generación de energía, y sobre gestión del canon de 
regulación y de la tarifa de utilización del agua, se estableció la suspensión temporal, para el tercer 
trimestre de 2021, del impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica, puesto que la 
evolución de precios de la electricidad ya observada en aquel momento, permitía articular aquella medida 
sin menoscabo de la sostenibilidad económica y financiera del sistema eléctrico.

Considerando que la situación en relación con los precios mayoristas de la electricidad no ha hecho 
sino agravarse, parece conveniente prolongar dicha medida durante el último trimestre del año, de tal 
forma que, en suma, el referido tributo quedará suspendido durante el segundo semestre completo del 
ejercicio 2021.

De esta forma, mediante la exoneración del impuesto, los productores, en tanto que sujetos obligados 
de dicho tributo, podrán volver a ofertar precios más competitivos que redunden favorablemente en los 
consumidores al verse reducido uno de sus costes operativos.

Esta suspensión temporal, de acuerdo con las mejores estimaciones de ingresos y costes, es 
compatible con un cierre del ejercicio 2021 del sistema eléctrico en equilibrio, respetándose el principio de 
sostenibilidad económica y financiera consagrado en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre.

Asimismo, para dar respuesta a la situación generada por el incremento de los precios de la electricidad, 
se establece de forma excepcional y transitoria, hasta el 31 de diciembre de 2021, una reducción del tipo 
impositivo del Impuesto Especial sobre la Electricidad, regulado en la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de 
Impuestos Especiales, del 5,11269632 por ciento al 0,5 por ciento.

Dicho impuesto indirecto, que recae sobre el consumo de la electricidad, está armonizado a nivel 
comunitario según los preceptos de la Directiva 2003/96/CE del Consejo, de 27 de octubre de 2003, por 
la que se reestructura el régimen comunitario de imposición de los productos energéticos y de la 
electricidad. Según dicha Directiva, los niveles mínimos de imposición no pueden ser inferiores a 0,5 euros 
por megavatio-hora si dicha electricidad se utiliza con fines profesionales, o a 1 euro por megavatio-hora 
en el resto de los casos.

Por consiguiente, si, como resultado de aplicar el tipo impositivo del 0,5 por ciento sobre la base 
imponible del Impuesto Especial sobre la Electricidad, la tributación efectiva es inferior a 1 euro por 
megavatio-hora suministrado o consumido, el importe a satisfacer por dicho Impuesto no podrá ser inferior 
a esa cuantía.

En el supuesto de la electricidad suministrada o consumida en usos industriales, tienen dicha 
consideración los efectuados en alta tensión o en plantas e instalaciones industriales, así como los 
efectuados en baja tensión con destino a riegos agrícolas, o en el supuesto de la electricidad suministrada 
o consumida en embarcaciones atracadas en puerto que no tengan la condición de embarcaciones 
privadas de recreo o en el transporte por ferrocarril, el resultado de aplicar el tipo impositivo del 0,5 por 
ciento sobre la base imponible del Impuesto Especial sobre la Electricidad no podrá ser inferior a 0,5 euros 
por megavatio-hora suministrado o consumido.

La energía eléctrica suministrada o consumida en procesos de reducción química, electrolíticos, 
metalúrgicos, mineralógicos o en actividades industriales cuyo valor de la electricidad suministrada o 
consumida represente más del 50 por ciento del producto fabricado, de acuerdo con los preceptos de la 
Directiva 2003/96/CE, no estará sometida a los niveles mínimos de imposición a los que se ha hecho 
referencia.
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También se ha ampliado el importe correspondiente a los derechos de emisión de gases de efecto 
invernadero que se destinarán a la financiación de los costes del sistema eléctrico previstos en la Ley 
24/2013, de 26 de diciembre, referidos al fomento de renovables.

Así, la disposición adicional centésima trigésima segunda de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de 
Presupuestos Generales del Estado, fijó dicha cuantía en 1.100 millones de euros, pero dados los mayores 
ingresos obtenidos como consecuencia del incremento de la cotización de los derechos de emisión de 
CO2, se ha considerado oportuno ampliar dicho importe máximo hasta los 2.000 millones de euros, 
destinados a la reducción automática de los cargos del sistema eléctrico.

IV

Por otro lado, se fomenta la contratación de energía a plazo por medio de instrumentos de mercado 
de los que puedan verse beneficiados todos los consumidores. 

Los efectos de elevados precios de los mercados sostenidos en el tiempo sobre el funcionamiento del 
mercado suponen un riesgo para la viabilidad de las comercializadoras de empresas no verticalmente 
integradas, por la dificultad que tienen para cubrirse en los mercados a plazo dada la reducida liquidez del 
mercado a plazo español frente a otros mercados europeos, no contando con la cobertura natural que les 
proporciona la generación a las empresas verticalmente integradas. Esta dificultad de cobertura en un 
periodo de precios altos mantenido en el tiempo es asimétrica entre comercializadores que cuentan o no 
con la cobertura natural que proporciona la integración vertical y podría dificultar la competencia en el 
mercado minorista entre las empresas verticalmente integradas y las que no lo son.

La liquidez de los mercados a plazo, junto a la transparencia, son aspectos fundamentales para el 
adecuado funcionamiento de los mercados mayoristas de electricidad, por su incidencia sobre la correcta 
formación de los precios a plazo y sobre la atracción a la participación en los mismos de un mayor número 
de agentes (con posiciones contrarias y diferentes perfiles de riesgo), que pueden abrir y cerrar posiciones 
con mayor facilidad.

En un mercado a plazo líquido los participantes en el mercado disponen de referencias de precios que 
les permiten formar sus expectativas sobre los precios futuros. Por lo tanto, los participantes pueden 
evaluar con mayor precisión el precio del mercado y negociar en consecuencia. Por el contrario, cuando 
el mercado a plazo no tiene liquidez, el descubrimiento de precios es más difícil y costoso, y puede dar 
lugar a una prima de riesgo de los contratos a plazo más elevada. A su vez, las primas de riesgo más 
elevadas pueden desincentivar una mayor participación en el mercado, con el efecto de una mayor 
reducción de la liquidez del mismo, generándose de esta forma un círculo vicioso que redunda en mayores 
costes y mayor riesgo soportado por los participantes en el mercado.

A pesar de que la evolución de la liquidez del mercado a plazo español en los dos últimos años ha sido 
positiva, esta es todavía significativamente inferior a la registrada en 2013 (año en el que el volumen de 
negociación alcanzó un máximo histórico, que representó el 150 % de la demanda de electricidad) y sigue 
siendo muy inferior a la de otros mercados a plazo europeos, como el alemán y el francés.

La situación anterior, intensificada por la evolución creciente de precios en los mercados mayoristas, 
tiene efectos negativos para los participantes en el mercado, ya que limita las posibilidades de los agentes 
de cubrir a plazo los riesgos de precio y cantidad, dejándolos expuestos a la volatilidad creciente del 
mercado al contado. Desde el punto de vista de la oferta, la insuficiente liquidez del mercado a plazo limita 
la posibilidad de desarrollo de proyectos renovables en mercado, sin régimen retributivo regulado, ya que 
incrementa los costes de financiación de los proyectos, hasta el punto de hacerlos inviables, especialmente 
para los promotores más pequeños. Por tanto, esta situación afecta negativamente a la competencia en 
el mercado al limitar la entrada de nuevos operadores, tanto en el mercado mayorista como en el minorista.

Desde el punto de vista de la demanda, las comercializadoras independientes y los grandes 
consumidores, incluidos los industriales electrointensivos, tienen menos opciones para adquirir un 
volumen de energía significativo a plazos superiores al trimestre sin pagar una prima elevada, lo que 
condiciona negativamente sus decisiones de inversión y sus planes de negocio ante el riesgo de que sus 
costes energéticos se vean incrementados sin una cobertura adecuada. Los pequeños consumidores, 
especialmente los acogidos al precio voluntario para el pequeño consumidor (PVPC), al estar expuestos 
a la volatilidad del mercado diario al contado, sufren fuertes incrementos continuados de precios en 
escenarios como el que se está registrando en los últimos meses, con una fuerte incertidumbre sobre el 
precio que va a afrontar este tipo de consumidores en el futuro.
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De acuerdo con los informes de supervisión y seguimiento del mercado mayorista elaborados por la 
Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, uno de los factores que más contribuyen a esta 
insuficiente liquidez de los mercados a plazo españoles es la falta de incentivo a la participación en los 
mercados a plazo de los grupos verticalmente integrados, ya que disponen de una cobertura natural sobre 
el riesgo del precio del mercado diario que instrumentalizan mediante contratos bilaterales intragrupo.

Esta circunstancia no es un problema en sí mismo si el grupo en cuestión no tiene una cuota de 
mercado significativa. Sin embargo, la existencia de grupos verticalmente integrados con cuotas 
relevantes, con una correlación alta entre las necesidades de sus negocios de generación y 
comercialización y con tecnologías inframarginales con un volumen de producción base garantizado 
estable, puede generar barreras de entrada al mercado minorista para otros comercializadores no 
integrados, al no encontrar facilidades para contratar a plazo en el mercado mayorista, menos aún a los 
costes de dichas tecnologías. Si los grupos verticalmente integrados no tienen incentivo a participar en los 
mercados a plazo, la liquidez de dicho mercado a plazo puede verse afectada, reduciendo las opciones 
de los agentes de menor tamaño y consumidores para obtener la cobertura que necesitan a través de 
contratos a plazo a precios competitivos.

En las circunstancias excepcionales actuales y ante esta estructura de mercado, junto con la falta de 
liquidez en los mercados a plazo, se hace necesario introducir un instrumento que favorezca la entrada e 
impulse el desarrollo de empresas con actividad de comercialización, fomentando así la competencia en 
el mercado minorista para asegurar menores precios para el consumidor final.

Como mecanismo para incentivar nuevas entradas en el mercado y/o reforzar la posición de los 
comercializadores más pequeños, los instrumentos coercitivos de contratación a plazo, en particular en su 
formato de subastas de contratos de compra de energía a largo plazo, pueden diseñarse con el objetivo 
de proporcionar un acceso a la generación en base que proporcionan las tecnologías de generación 
inframarginal no emisoras de CO2 del mercado español.

Mediante estas subastas se pone a disposición de agentes con perfil de demanda una parte de la 
generación inframarginal, gestionable y no emisora de CO2 durante un periodo de vencimiento pre-
establecido, por medio de contratos específicos a plazo. La definición del tipo de energía que va a 
participar en estas subastas responde a criterios medioambientales, técnicos y económicos, asociados a 
las mayores posibilidades de garantizar la firmeza de la energía comprometida a un precio asequible, pero 
sin menoscabar en ningún caso los principios rectores de política energética que presiden la actual senda 
de descarbonización de la economía.

Mediante el artículo 3 se dispone que el Gobierno apruebe un calendario de subastas de contratos de 
compra de energía a plazo, se regulan sus aspectos esenciales y se da un mandato para que la primera 
de estas subastas se celebre antes de final de este año. Los sujetos vendedores serán los operadores 
dominantes en generación, y los compradores podrán ser las comercializadoras no pertenecientes a 
alguno de los grupos empresariales cuya matriz haya sido considerada como operador principal en el 
sector eléctrico y que dispongan de cartera de clientes de electricidad, los consumidores directos en 
mercado (grandes consumidores) o sus representantes.

Asimismo, podrán concurrir como compradoras las comercializadoras de referencia, una vez 
actualizada la fórmula de cálculo del precio de la energía del PVPC de forma que se vincule a este 
mecanismo.

Esta regulación contribuirá a mejorar la liquidez y la competencia en los mercados a plazo, facilitando 
la realización de coberturas tanto a participantes actuales como a nuevos entrantes. La actual coyuntura 
de precios elevados en el mercado mayorista y sus efectos sobre los consumidores domésticos/
comerciales e industriales en el actual contexto de recuperación económica tras la reciente pandemia, 
justifican la extraordinaria y urgente necesidad y su adopción mediante real decreto-ley.

Se trata de una regulación adecuada y proporcionada al fin que persigue, pues logra los objetivos 
planteados de una manera más eficaz, eficiente que otras alternativas más intervencionistas, como podría 
ser la obligación de venta de activos de generación. Asimismo, la configuración del instrumento como un 
mecanismo de mercado, mediante subastas que aseguran la fijación de precios competitivos, contribuye 
al cumplimiento del principio de proporcionalidad.
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V

Otra de las medidas aprobadas es la articulación de un mecanismo de minoración del exceso de 
retribución que determinadas instalaciones están percibiendo como consecuencia del funcionamiento 
marginalista del mercado.

La evolución de la cotización de los derechos de emisión en el mercado europeo, muestra valores 
superiores a los 60 €/ton, e incrementos del 120 % respecto al valor de hace un año. Por otro lado, el 
incremento de la cotización alcista sin precedentes del gas natural en los distintos «hubs» nacional e 
internacionales (en el mercado ibérico del gas, gestionado por MIBGAS, el precio de cotización de gas 
spot en el punto virtual de balance —PVB— ha superado recientemente los 60 €/MWh, frente a los precios 
mínimos del año registrados en febrero, que se situaban en el entorno de los 15 €/MWh. Por tanto, un 
incremento anual de casi el 300 %).

El precio del gas natural es determinante en la fijación del precio del mercado diario, en tanto que su 
efecto es multiplicador (aproximadamente, un incremento de 1 €/MWh del gas supone un incremento de 
2 €/MWh de electricidad), frente al precio del CO2, cuya señal se traslada al precio de la electricidad de 
una forma más atenuada (un incremento de 1 €/tCO2 supone un incremento de 0,37 €/WMh el precio de 
la electricidad, dado el factor de emisión específico del ciclo combinado).

Esta situación se conjuga con un modelo de mercado marginalista, que viene determinado por la 
regulación europea, y que establece que todas las instalaciones de producción funcionando en una 
determinada hora perciben el mismo precio, correspondiente al ofertado por la última instalación que ha 
resultado casada para abastecer la demanda en dicha hora. Este diseño marginalista, entre otros, permite 
que las referidas señales de precios y externalidades funcionen, ya que las instalaciones más limpias y, 
en general, más competitivas, perciben unos mayores ingresos, lo que incentiva su instalación y entrada 
en el mercado, sustituyendo a las más contaminantes y, en general, menos competitivas. 

Sin embargo, en tanto no se produzca el desplazamiento definitivo de las centrales de generación que 
dependan de variables como la cotización del gas natural, la señal de precio seguirá siendo marcada por 
tecnologías emisoras (directamente o, de manera indirecta, por coste de oportunidad de otras tecnologías).

En este contexto, resulta evidente el diferencial entre costes de generación beneficios de instalaciones 
no emisoras e inframarginales. Y si bien esta circunstancia es el resultado natural del diseño marginalista 
del mercado antes expuesto, es imprescindible incorporar instrumentos regulatorios que, ante las 
excepcionales circunstancias de los mercados de materias primas, limiten de manera temporal el exceso 
de retribución obtenido por dichas instalaciones en detrimento de todos los consumidores.

En el caso del CO2, actualmente se encuentra en sede parlamentaria el proyecto de ley por la que se 
actúa sobre la retribución del CO2 no emitido del mercado eléctrico, que tiene como objetivo minorar el 
exceso de retribución de aquellas instalaciones no emisoras que, no pudiendo prever los beneficios 
extraordinarios asociados a la creación del mercado europeo de derechos de emisión (ETS) creado en el 
año 2003 en el momento de la decisión de inversión (que fue anterior a dicha fecha), actualmente son 
destinatarios del denominado dividendo del CO2 (exceso de retribución que obtienen dichas instalaciones 
no emisoras e inframarginales).

La situación del gas en los mercados internacionales tiene su origen, fundamentalmente, en desajustes 
entre la oferta y la demanda a consecuencia de una recuperación global más rápida de lo esperado que 
no ha sido acompasada con los mismos niveles de producción. Esta valoración viene refrendada por la 
cotización de los futuros de gas en los principales parqués internacionales de negociación del referido 
producto energético, donde se pueden observar unos valores de cotización similares a los observados en 
los últimos años (en promedio) y, por tanto, la medida a adoptar a este respecto, desde un punto de vista 
regulatorio, debe recoger este marcado carácter temporal, si bien el instrumento de minoración planteado 
guarda muchas similitudes en su esquema de cálculo a aquel confeccionado para llevar a cabo la 
minoración del CO2.

Para ello, se regula la minoración de la retribución de las centrales inframarginales y no emisoras, por 
un importe proporcional al valor de la cotización del precio del gas natural en el mercado ibérico de gas. 
Además, la minoración de la retribución se aplicará únicamente a las centrales no emisoras en el territorio 
peninsular, quedando excluidas las instalaciones de generación que perciban un régimen retributivo 
específico (renovables, cogeneración y residuos).
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Asimismo, también se excluyen las instalaciones de reducido tamaño (<10 MW) por razones de 
capacidad económica, teniendo en cuenta sus elevados costes fijos y menor rentabilidad inherentes a las 
instalaciones de menor tamaño.

Por otro lado, este instrumento resultará de aplicación únicamente hasta el 31 de marzo de 2022, 
momento en el cual se espera que la cotización del referido hidrocarburo haya vuelto a valores promedios 
observados en los últimos años. A mayor abundamiento, el propio instrumento de minoración establece 
un suelo en el precio del gas a partir del cual se aplica la medida de 20 €/MWh, valor que corresponde, 
aproximadamente, con el precio promedio del mercado ibérico del gas, MIBGAS, desde su puesta en 
funcionamiento de 2017, de tal forma que, si el precio del combustible resulta inferior a dicho umbral, la 
minoración de la retribución será nula.

El mecanismo se aplicará a la retribución percibida por la cantidad total de energía producida por las 
instalaciones afectadas en el periodo de liquidación considerado, medida en barras de central, y con 
independencia de la modalidad de contratación utilizada. Es decir, también se minorará la energía vendida 
fuera del mercado diario, a través de contratos bilaterales, ya que toda ella está internalizando el coste de 
oportunidad de venderla en el mercado diario, donde existe la internalización del coste del gas natural.

A estos efectos, a partir de la información facilitada por el Operador del Mercado (OMIE) relativa a las 
centrales que han marcado el precio marginal del mercado en cada hora, se calculará el nivel de 
internalización medio mensual del coste del gas natural en el precio del mercado mayorista. Para ello, se 
establecen un rendimiento medio del ciclo combinado de gas natural, que servirá como referencia del 
grado de internalización del precio del gas natural.

En las horas en las que el precio marginal haya sido marcado por otra tecnología distinta del ciclo 
combinado, se asumirá que la oferta ha internalizado el coste de emisión de las centrales de ciclo combinado, 
si hay centrales de esta tecnología que hayan ofertado en el entorno (±10 por ciento) del precio de casación. 
Del ejercicio anterior resultará un Factor Medio de Internalización del Gas Natural (en adelante, FMIG).

La consideración del factor α tiene como objetivo introducir un elemento de proporcionalidad en la 
medida. Con un valor de α distinto de 1, no se elimina por completo la señal de precio que perciben estas 
tecnologías como consecuencia de la internalización del coste del gas natural. Al igual que en el 
instrumento de minoración del CO2 este coeficiente se fija con un valor de 0,9.

Por fin, para cada central, la minoración de su retribución se calculará multiplicando su producción mensual 
en barras de central por dicho coste medio ajustado. A continuación, se notificarán las cantidades a cada 
central, que deberán ser ingresadas en el plazo máximo de un mes tras la notificación de la liquidación.

Finalmente, y teniendo en cuenta los ingresos adicionales con los que cuenta el sistema eléctrico 
como consecuencia de las medidas aprobadas en este real decreto-ley (principalmente, el instrumento de 
minoración del exceso de retribución del gas natural, así como los ingresos adicionales correspondientes 
con los derechos de emisión de CO2 subastados), en la disposición adicional tercera se ha incorporado 
una actualización extraordinaria de los cargos del sistema eléctrico que resultarán de aplicación 
exclusivamente desde la entrada en vigor del presente texto normativo hasta el 31 de diciembre de 2021.

La actualización de los cargos se ha llevado a cabo de conformidad con la metodología establecida en 
el Real Decreto 148/2021, de 9 de marzo, por el que se establece la metodología de cálculo de los cargos 
del sistema eléctrico.

VI

La realidad del cambio climático, el aumento de las temperaturas, la alteración de los patrones de 
lluvia y, en suma, la menor disponibilidad de agua que auguran todos los escenarios a medio y largo plazo, 
afectará a los usos del agua en las distintas cuencas hidrográficas y, lógicamente, debe repercutir sobre 
las condiciones que delimitan el ejercicio de los derechos de explotación y de aprovechamiento de un 
recurso cada vez más escaso, derechos que tienen un régimen jurídico propio y específico derivado de su 
naturaleza demanial.

Por ello, esta reforma que se recoge en el título IV introduce la concreción de los criterios de utilización 
racional de los recursos hídricos en el apartado 2 del artículo 55 del texto refundido de la Ley de Aguas, 
aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, como garantía para atender a la realidad 
de la explotación bajo los condicionantes actuales, entre los que destacan las previsiones de los efectos 
del cambio climático y los escenarios de reducción de la disponibilidad hídrica en España, superiores al 
15 % a medio plazo y entre el 35 y el 40 % en un horizonte de largo plazo.
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La introducción de criterios de utilización racional de los recursos hídricos es necesaria para la protección 
de las masas de agua superficial mediante su correcta planificación y gestión, máxime cuando dichas masas 
de agua se asocian a tramos fluviales en los que conviven un elevado nivel de aprovechamiento de las 
aguas y cauces con múltiples valores y servicios ecosistémicos. La incidencia social y medioambiental de 
esta reforma garantiza unas pautas de ejecución de la misma, necesarias para la mayor certidumbre de 
usuarios y ciudadanos, sobre la gestión de un recurso previsiblemente más escaso en un momento de 
transición al tercer ciclo de la planificación hidrológica, que debe aprobarse en 2022.

Estos nuevos planes hidrológicos deberán contener las medidas y herramientas que permitan alcanzar 
en 2027 los objetivos ambientales fijados por la Directiva 2000/60/CE, del Parlamento y del Consejo, de 
23 de octubre de 2000, por la que se establece un marco comunitario de actuación en el ámbito de la 
política de aguas, conocida como Directiva Marco del Agua, y se harán eco de la reforma contenida en 
este real decreto-ley. 

Además, la Directiva Marco del Agua pone el acento en el carácter del agua como recurso natural, 
como elemento del medio ambiente y se presenta como una herramienta adecuada para mejorar la 
protección de las aguas comunitarias en sus aspectos cualitativos y cuantitativos procurando fomentar el 
uso sostenible del recurso al que la Directiva caracteriza de escaso y vulnerable.

Asimismo, se trata de que los usuarios del dominio público hidráulico, en particular en régimen de 
concesión, cuyos aprovechamientos están subordinados al interés general, sigan desarrollando sus 
actividades, aunque temporalmente se hayan de adoptar medidas que también tienen incidencia 
medioambiental y social. La reforma se efectúa desde el principio de certidumbre y seguridad jurídica en 
el ejercicio de sus derechos, que se constituyen como un «haz de facultades individuales», pero también 
como «un conjunto de derechos y obligaciones establecidos, de acuerdo con las leyes, en atención a 
valores o intereses de la comunidad» (STC 204/2004, de 18 de noviembre, FJ 5 y STC 154/2015, FJ 4).

El artículo 45.2 de la Constitución obliga a los poderes públicos a velar «por la utilización racional de 
todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar 
el medio ambiente, apoyándose en la indispensable solidaridad colectiva». Y como ha señalado el Tribunal 
Constitucional respecto de los derechos individuales de aprovechamiento sobre el agua, «su regulación 
general no solo puede tener en cuenta el interés individual de los usuarios o titulares de aquellos derechos, 
sino que debe también tomar en consideración el interés general inherente al carácter público del bien 
sobre el que recaen», por lo que tomando la doctrina de la STC 37/1987, de 26 de marzo, «la fijación del 
contenido esencial «no puede hacerse desde la exclusiva consideración subjetiva del derecho o de los 
intereses individuales» que en cada derecho patrimonial subyace, sino que debe incluir igualmente la 
dimensión supraindividual o social integrante del derecho mismo» (STC 227/1988, de 29 de noviembre, 
FJ 11). Por consiguiente, el principio rector de esta reforma es la consideración del agua como un bien 
ambiental, con una incidencia social muy notable y como un bien digno de protección en sí mismo.

En relación con las tendencias detalladas anteriormente derivadas del cambio climático y de reducción 
de la disponibilidad hídrica, se suscita otro asunto que también ha generado enorme preocupación social, 
respecto del uso del agua para la producción de energía eléctrica. Se trata de garantizar la compatibilidad 
de las cláusulas concesionales que rigen la relación entre la administración hidráulica y el concesionario, 
con el criterio rector de la ordenación del agua, no solamente como un recurso de contenido económico 
para la producción energética, sino también como un recurso ambiental de primer orden, con una 
incidencia social prioritaria.

En consecuencia, esta reforma precisa los criterios de aplicación del régimen establecido en el artículo 55.2 
del vigente texto refundido de la Ley de Aguas, procedente del artículo 53 de la Ley 29/1985, a fin de permitir 
su adaptación a las consecuencias del cambio climático y, en definitiva, en beneficio del medio ambiente y del 
conjunto de los usuarios del agua.

En este contexto, la reforma prevé que para aquellos embalses mayores de 50 hm3 de capacidad total, 
cuyos usos principales no sean el abastecimiento, el regadío y otros usos agropecuarios, en los casos en 
que proceda en atención a la reserva de agua embalsada y a la predicción estacional, el organismo de 
cuenca fijará al inicio de cada año hidrológico, una serie de variables hidrológicas.

En concreto, para asegurar esta explotación racional se fijará un régimen mínimo y máximo de 
caudales medios mensuales a desembalsar para situaciones de normalidad hidrológica y de sequía 
prolongada, así como un régimen de volúmenes mínimos de reservas embalsadas para cada mes.
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Asimismo, se fijará una reserva mensual mínima que debe permanecer almacenada en el embalse 
para evitar indeseados efectos ambientales sobre la fauna y la flora del embalse y de las masas de agua 
con él asociadas.

Cabe destacar como innovación que se procurará que la explotación racional resulte compatible con 
el desarrollo de las actividades económicas sostenibles ligadas a la dinamización de los municipios 
ribereños, siempre en el marco del orden de preferencia de usos que se establezca en el Plan Hidrológico 
de la cuenca correspondiente.

Por otra parte, para el seguimiento y evaluación de esta medida en el año hidrológico 2021-2022, se 
prevé que antes de 31 de diciembre de 2021, los organismos de cuenca remitan a la Dirección General 
del Agua del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico un informe motivado que recoja 
la relación de los embalses que han sido objeto de las medidas de explotación racional que se introducen 
en esta reforma.

Para justificar la extraordinaria y urgente necesidad de esta reforma mediante real decreto-ley, hay 
que señalar que desde el punto de vista de la disponibilidad de agua, los datos evidencian una reducción 
de las aportaciones producidas en la serie hidrológica posterior a 1980 (1980/81-2017/18), respecto a la 
serie de los cuarenta años previos (1940/41-1979/80), del orden del 11 % como valor medio para el 
conjunto de España, aunque esta cifra alcanza el 22 % en cuencas como el Tajo o el Guadiana.

Por otra parte, las previsiones a las que apuntan los modelos climáticos para los distintos escenarios 
futuros, confirman estas tendencias decrecientes. Los trabajos desarrollados por el CEDEX y la Oficina 
Española de Cambio Climático estiman unas reducciones medias de la disponibilidad de agua en el 
conjunto de España en torno al 6 % en 2030 y cerca del 12 % en 2050, aunque estas cifras se incrementan 
hasta el 9 % y el 16 % respectivamente en varias cuencas peninsulares, y hasta el 13 % y 20 % en el caso 
de Illes Balears.

Respecto del actual año hidrológico 2020-2021, los últimos datos publicados a comienzo de septiembre 
de 2021, señalan que la reserva total de agua embalsada en las cuencas hidrográficas de la vertiente 
atlántica asciende a 16.114 hm3, por debajo de los 19.505 hm3 que había en agosto de 2020 y de los 
23.726 hm3 de reserva total media de dichas cuencas de los últimos diez años. Este descenso también se 
produce en las cuencas mediterráneas, habiendo descendido la reserva desde los 8.095 hm3 de 2020 a 
los 7.218 hm3 de septiembre de 2021, cifra que sin embargo, no está alejada de la media de los diez 
últimos años (7.272 hm3).

Estos datos, unidos a la predicción estacional de las precipitaciones en España (para septiembre-
octubre y noviembre de 2021) de la Agencia Estatal de Meteorología (AEMET), que señala que hay una 
mayor probabilidad de que la precipitación se encuentre en el tercil inferior en la vertiente atlántica y 
Canarias, aconsejan la adopción urgente de la reforma.

Asimismo, la urgencia se basa en el principio de precaución, con la finalidad de proteger sin dilación 
las reservas hídricas de los embalses en la situación hidrológica y pluviométrica que se acaba de describir, 
que requiere iniciar de forma inmediata el mecanismo de aplicación de criterios de utilización racional de 
los recursos hídricos para su efectividad en el año hidrológico 2021-2022 que comenzará el próximo 1 de 
octubre.

VII

De acuerdo a lo establecido en el artículo 57 de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, los consumidores 
finales de gas natural conectados a presiones inferiores a 4 bar con consumos anuales inferiores a 
50.000 kWh tienen derecho a acogerse a la tarifa de último recurso de gas natural. Según los últimos 
datos disponibles, aproximadamente un millón y medio de consumidores se encuentran acogidos a dicha 
tarifa de último recurso, en su mayoría clientes domésticos y PYMES, permaneciendo el resto de los 
consumidores (cerca de seis millones y medio) acogidos a tarifas libremente establecidas por las 
comercializadoras.

El sistema de cálculo de la citada tarifa de último recurso se encuentra recogido en la Orden 
ITC/1660/2009, de 22 de junio, por la que se establece la metodología de cálculo de la tarifa de último 
recurso de gas natural, e incluye de forma aditiva el coste de la materia prima, los peajes de acceso que 
correspondan, los costes de comercialización y los costes derivados de la seguridad de suministro. Por 
tanto, su existencia no es novedosa y desde 2009 los consumidores pueden acogerse a esta tarifa de 
protección que asegura un suministro a precios asequibles.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
4-

D
-3

47



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 347 21 de octubre de 2021 Pág. 13

El coste de la materia prima se revisa trimestralmente y supone actualmente en torno al 30 % de la 
tarifa. Su valor se calcula, de acuerdo a la metodología aprobada por la citada orden mediante la 
agregación de un coste de gas de base, vinculado a la cotización del crudo Brent, y un coste de gas 
estacional, dependiente de la cotización de los futuros del gas natural en el mercado NBP, así como de la 
cotización de las opciones de dichos futuros. Éste último coste de gas estacional solo se aplica en los 
trimestres primero y cuarto del año.

Desde principios del mes de marzo de 2021 los precios del gas natural en los principales mercados 
europeos vienen manteniendo una tendencia alcista muy acusada, impulsada por la recuperación de la 
demanda de gas en Asia, los bajos niveles de stock a nivel mundial y las altas cotizaciones del Brent. De 
esta forma el precio del gas natural en Europa se encuentra a día de hoy en el rango de los 50-60 €/MWh, 
marcando máximos históricos y triplicando los precios de los últimos años. Así mismo las cotizaciones de 
los futuros y la situación de los mercados indican que los precios podrían mantenerse este invierno en 
valores similares o incluso superiores.

Tal y como está establecida la metodología de cálculo de la tarifa de último recurso de gas natural, las 
cotizaciones internacionales excepcionalmente altas de los precios del gas natural se deberían traducir en 
un súbito incremento en el coste de la materia prima y por ende, en la tarifa aplicada a los consumidores 
acogidos a la tarifa de último recurso. Esto implicaría un incremento medio en la tarifa de último recurso 
con entrada en vigor el próximo 1 de octubre de 2021 que podría alcanzar el 30-40 % según la banda de 
consumo, derivado del incremento superior al 100 % en el coste de la materia prima, respecto a la última 
actualización de julio de 2021. Este elevado incremento entre actualizaciones, máximo histórico, supondría 
un importante esfuerzo económico que deberían afrontar estos clientes, muchos de ellos vulnerables.

Esta situación no podía haberse previsto en el momento de la elaboración de la metodología de 
cálculo, tal y como demuestra el comportamiento del coste de la materia prima en los últimos trimestres 
desde el año 2015. En este periodo, el coste de la materia prima nunca había sido superior al 20 por 
ciento y solamente en cuatro ocasiones se superó el 10 por ciento de incremento.

Ante la imprevisibilidad, gravedad e inmediatez de esta situación, mediante este real decreto-ley se 
introduce, como medida temporal y excepcional de protección social, una limitación por dos trimestres al 
incremento del coste de la materia prima incluido en la tarifa de último recurso de gas natural, con objeto 
de amortiguar la imputación en la misma de la excepcional subida de cotizaciones internacionales del gas 
natural. Al tomar acción sobre esta situación se evitará una subida en la factura del consumidor medio que 
podría alcanzar el 30-40 %, según la banda de consumo, derivada del incremento estimado superior al 
100 % en el coste de la materia prima respecto a la última actualización de julio de 2021. En un contexto 
como el actual, donde el invierno requiere unos mayores consumos de gas natural para calentar los 
hogares por las condiciones climatológicas adversas, con especial énfasis en las personas que por su 
situación estén en un mayor grado de vulnerabilidad, la atenuación del impacto es una medida necesaria 
para que los consumidores puedan seguir teniendo acceso a una tarifa de protección para el acceso a 
este insumo fundamental.

Sin perjuicio del mecanismo de atenuación inmediato que este real decreto-ley plantea, el incremento 
de coste de la materia prima que quede pendiente de repercutir en la tarifa, consecuencia de la diferencia 
entre el coste de la materia prima calculado conforme a la metodología vigente y el que resulte de la 
aplicación del citado límite, se recuperará en las siguientes revisiones de la tarifa con la sujeción a la 
referida limitación. Asimismo se habilita a la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el 
Reto Demográfico para desarrollar el citado mecanismo.

VIII

El Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia 
empresarial en respuesta a la pandemia de COVID-19, creó la Línea COVID de ayudas directas a 
autónomos y empresas, con una dotación total de 7.000 millones de euros, encomendando a las 
comunidades autónomas y a las ciudades autónomas de Ceuta y Melilla su gestión y control.

Desde el inicio de la pandemia, se ha desplegado un programa sin precedentes de medidas de ayuda 
al tejido productivo, al empleo y a las rentas de las familias, entre las que destacan los avales públicos 
canalizados a través del ICO, el apoyo público extraordinario a los Expedientes de Regulación Temporal 
de Empleo y la prestación extraordinaria a los trabajadores autónomos. Como complemento de estas 
medidas, la citada Línea COVID de ayudas directas tiene por objeto reforzar la situación patrimonial de 
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aquellos autónomos y empresas cuya actividad se ha visto más negativamente afectada por la pandemia, 
para mejorar la solvencia empresarial y reducir el sobreendeudamiento en el conjunto de la economía, 
evitando así la generación de un problema de inestabilidad financiera que pudiese poner en riesgo la 
recuperación económica.

Con tal fin, las ayudas se han destinado al pago de las deudas generadas y a la compensación de los 
costes fijos incurridos desde el 1 de marzo de 2020 al 31 de mayo de 2021 de aquellas empresas con una 
caída en el volumen de operaciones anual en 2020 con respecto a 2019 superior al treinta por ciento 
pertenecientes a los sectores más castigados por la pandemia.

En atención a la evolución de la economía en el primer trimestre del año, el Real Decreto-ley citado 
fue parcialmente modificado por el Real Decreto-ley 6/2021, de 20 de abril, por el que se adoptan medidas 
complementarias de apoyo a empresas y autónomos afectados por la pandemia de COVID-19, que dotó 
a las comunidades autónomas y a las ciudades de Ceuta y Melilla de un mayor margen de flexibilidad en 
la ejecución de las ayudas. En primer lugar, permitió que las comunidades y ciudades autónomas pudieran 
añadir nuevos sectores elegibles para recibir ayudas; y, en segundo lugar, permitió el acceso a las ayudas 
a empresas con resultados netos negativos en sus declaraciones de impuestos de 2019, siempre que el 
solicitante de la ayuda acreditara circunstancias excepcionales. A modo de ejemplo, tales circunstancias 
podrán incluir limitaciones a la actividad normal por causas extraordinarias como catástrofes naturales, 
daños graves a instalaciones o cultivos, obras, ampliación de plantillas o causas ajenas a la actividad de 
la empresa.

En general, las empresas más afectadas por la crisis de la COVID-19 ya han podido acceder a estas 
ayudas, pues las primeras convocatorias han permitido aliviar a aquellas empresas y autónomos con un 
mayor exceso de endeudamiento y una mayor caída de la actividad. En este sentido, cabe señalar que el 
artículo 3.1.a) del Real Decreto- ley 5/2021 ya omite la exigencia de acreditar la caída en la facturación 
para los empresarios o profesionales que apliquen el régimen de estimación objetiva en el Impuesto sobre 
la Renta de las Personas Físicas.

Además, la intensa recuperación económica, junto con el conjunto de ayudas públicas que se han 
canalizado ya por parte del Estado y las comunidades autónomas, hacen que la situación patrimonial de 
las empresas haya mejorado. No obstante, de cara al último trimestre del año, es importante afianzar la 
recuperación, alejar el riesgo de un posible problema macroeconómico o financiero generado por el 
sobreendeudamiento de una parte significativa de la economía española y reforzar los balances 
empresariales, para que todas las empresas y autónomos puedan contribuir activamente al aumento de 
la inversión, de la actividad económica y de la creación de empleo.

Con este fin, se modifica el Real Decreto-ley 5/2021, ampliando el ámbito temporal cubierto por las 
ayudas y aclarando algunos extremos, con el fin de permitir a aquellas comunidades y ciudades autónomas 
que dispongan de recursos realizar convocatorias adicionales de ayudas en lo que resta de año. De esta 
forma, se maximizará el efecto dinamizador de las ayudas, que podrán llegar a todos los sectores y 
ámbitos geográficos que lo necesitan para incorporarse a la recuperación económica.

Así, en primer lugar, se amplía en cuatro meses, desde el 31 de mayo hasta el 30 de septiembre, el 
plazo de cobertura de las ayudas. En segundo lugar, en línea con lo previsto en el Marco Temporal de la 
Unión Europea, relativo a las medidas de ayuda estatal destinadas a respaldar la economía en el contexto 
del actual brote de COVID19, se aclara que, dentro de las finalidades a las que se pueden destinar las 
ayudas, el concepto de costes fijos incurridos incluye las pérdidas contables que no hayan sido ya 
cubiertas por estas u otras ayudas. Independientemente de la estructura financiera, las pérdidas reflejan 
la reducción en el patrimonio neto de las empresas, de manera que la aplicación de las ayudas a su 
compensación, una vez cubiertas las obligaciones y deudas generadas, es coherente con el objetivo de 
reforzar la solvencia empresarial con el fin de favorecer la recuperación económica, la inversión y la 
creación de empleo.

Así, los autónomos y empresas podrán destinar la ayuda a satisfacer la deuda y a realizar pagos a 
proveedores y otros acreedores, financieros y no financieros, así como a compensar los costes fijos 
incurridos, incluidas las pérdidas contables, siempre y cuando éstos se hayan generado entre el 1 de 
marzo de 2020 y el 30 de septiembre de 2021 y procedan de contratos anteriores al 13 de marzo de 2021, 
fecha de entrada en vigor del Real Decreto-ley 5/2021.
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IX

El artículo 86 de la Constitución permite al Gobierno dictar decretos-leyes «en caso de extraordinaria 
y urgente necesidad», siempre que no afecten al ordenamiento de las instituciones básicas del Estado, a 
los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el título I de la Constitución, al régimen 
de las comunidades autónomas ni al Derecho electoral general.

El real decreto-ley constituye un instrumento constitucionalmente lícito, siempre que, tal como 
reiteradamente ha exigido el Tribunal Constitucional (sentencias 6/1983, de 4 de febrero, FJ 5; 11/2002, 
de 17 de enero, FJ 4, 137/2003, de 3 de julio, FJ 3, y 189/2005, de 7 julio, FJ 3; 68/2007, FJ 10, y 137/2011, 
FJ 7), el fin que justifica la legislación de urgencia sea subvenir a una situación concreta, dentro de los 
objetivos gubernamentales, que por razones difíciles de prever requiere una acción normativa inmediata 
en un plazo más breve que el requerido por la vía normal o por el procedimiento de urgencia para la 
tramitación parlamentaria de las leyes, máxime cuando la determinación de dicho procedimiento no 
depende del Gobierno.

Debe quedar, por tanto, acreditada «la existencia de una necesaria conexión entre la situación de 
urgencia definida y la medida concreta adoptada para subvenir a ella (SSTC 29/1982, de 31 de mayo, 
FJ 3; 182/1997, de 20 de octubre, FJ 3, y 137/2003, de 3 de julio, FJ 4)».

A tal fin se reitera la extraordinaria coyuntura de precios observada en los mercados mayoristas de 
electricidad, que trae causa del encarecimiento sin precedentes de la cotización del gas natural en los 
mercados internacionales, y su impacto sistémico en la economía ampliamente expuesta en los apartados 
I a V de este preámbulo.

La justificación de la extraordinaria y urgente necesidad de la reforma del apartado 2 del artículo 55 
del texto refundido de la Ley de Aguas, para introducir los criterios de utilización racional de los recursos 
hídricos, se encuentra en la protección de las masas de agua superficial en un contexto de cambio 
climático y de escenarios de reducción de la disponibilidad hídrica en España, conforme a los datos que 
se expusieron en el apartado VI anterior.

Por su parte, el límite establecido en el citado Marco Temporal de la Unión Europea, que determina 
que las ayudas necesariamente tengan que estar otorgadas antes del 31 de diciembre de 2021, aconseja 
incorporar con carácter urgente las modificaciones del apartado 3 del artículo 1 del Real Decreto-
ley 5/2021, de 12 de marzo, de forma que las comunidades autónomas puedan sin demora lanzar nuevas 
convocatorias de ayudas con los fondos restantes o ampliar las que están en curso.

En consecuencia, la extraordinaria y urgente necesidad de aprobar este real decreto-ley se inscribe 
en el juicio político o de oportunidad que corresponde al Gobierno en cuanto órgano de dirección política 
del Estado y esta decisión, sin duda, supone una ordenación de prioridades políticas de actuación, 
centradas en el cumplimiento de la seguridad jurídica y la garantía de precios justos y competitivos a los 
ciudadanos y las empresas.

Asimismo, se destaca que este real decreto-ley no afecta al ordenamiento de las instituciones básicas 
del Estado, a los derechos, deberes y libertades de los ciudadanos regulados en el Título I de la 
Constitución, al régimen de las Comunidades Autónomas ni al Derecho electoral general.

Por todo lo expuesto, concurren de esta forma las circunstancias de «extraordinaria y urgente 
necesidad» que constituyen el presupuesto habilitante exigido al Gobierno por el artículo 86.1 de la 
Constitución para dictar reales decretos-leyes.

X

Este real decreto-ley se adecua a los principios de buena regulación previstos en el artículo 129 de la 
Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas.

La propuesta se adecúa a los principios de buena regulación exigibles a las disposiciones normativas, 
en especial, al principio de necesidad, por la existencia de una disfunción en la formación de precios y 
eficiencia, esto es, la razonabilidad en la estructura de precios.

Además, se destaca que tanto el instrumento de fomento de la contratación a plazo como el 
mecanismo de minoración del exceso de retribución provocado el incremento de la cotización del gas 
natural se configuran como instrumentos plenamente respetuosos con la normativa europea.

En el caso del mecanismo de fomento de la contratación a plazo previsto en el artículo 4 de este real 
decreto-ley, el instrumento se articula como un mecanismo de concurrencia competitiva, promoviendo un 
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sistema de subastas centralizadas que garantizan la competencia entre los actores compradores de la 
energía en base subastada.

Al mismo tiempo, se garantiza el principio de rentabilidad razonable (como manifestación del principio 
de seguridad jurídica) de los agentes ofertantes de la energía mediante el establecimiento de un precio de 
reserva que se determinará a través de una metodología que tendrá en cuenta parámetros objetivos y los 
costes asociados a la generación objeto de subasta, en base a la información proporcionada por las 
empresas titulares.

Por otro lado, la medida es la respuesta regulatoria a una deficiencia de mercado observada a lo largo 
de los últimos años, caracterizada por una falta de liquidez que impide a los comercializadores 
independientes y consumidores directos en mercado contar con la suficiente cobertura frente a los riesgos 
que supone su completa exposición a las oscilaciones del mercado mayorista de electricidad y que trae 
causa, en última instancia, de la falta de incentivos que los grupos verticalmente integrados tienen en 
situar su energía (o al menos parte de ella) en contratos de largo plazo celebrados con terceros. Es, en 
definitiva, una medida que permite mejorar el funcionamiento del mercado sin que esta afecte a las 
señales de precio observadas en los restantes mercados mayoristas.

En relación con el mecanismo de minoración del exceso de retribución provocada por el incremento 
de la cotización del gas natural, la medida es plenamente respetuosa con la normativa europea de diseño 
del mercado de la electricidad, puesto que la minoración se lleva a cabo de manera ex post, al margen del 
mercado, y por ello, no tendrá ningún impacto ni sobre la señal de precios reflejada en dichos mercados, 
ni sobre el esquema de casación marginalista actualmente existente, en línea por tanto con los principios 
rectores del Derecho de la Unión Europea.

Al mismo tiempo, la medida cumple con el principio de rentabilidad razonable, en tanto que la 
minoración solo afectará a las rentas extraordinarias percibidas por el súbito incremento de la cotización 
del gas, de tal forma que la minoración será nula tan pronto como dichos precios retornen a valores 
históricos en términos promedios.

Finalmente, y en línea con el marcado carácter coyuntural de la cotización alcista del gas, el 
instrumento de minoración se articula como una medida puntual y temporal, vigente hasta el 31 de marzo 
de 2022, y, como tal, no afectará a las señales de largo plazo a la inversión.

Asimismo, la presente medida cumple con el principio de proporcionalidad, ya que se han establecido 
un conjunto de umbrales que previenen del exceso de minoración del precio del gas natural, activándose 
solo cuando aquel supere un precio correspondiente con la cotización equivalente a la cotización del 
mercado MIBGAS desde su puesta en funcionamiento a principios de 2017 hasta principios de septiembre. 
En cuanto al principio de transparencia, dado que se trata de un real decreto-ley, su tramitación se 
encuentra exenta de consulta pública previa y de los trámites de audiencia e información públicas, 
conforme al artículo 26.11 de la Ley 50/1997, de 27 de noviembre, del Gobierno.

El presente real decreto-ley consta de un preámbulo y una parte dispositiva, estructurada en once 
artículos, siete disposiciones adicionales, tres disposiciones transitorias, siete disposiciones finales y un 
anexo, y se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª, 14.ª, 22.ª, 23.ª y 25.ª de la Constitución 
Española, que atribuye al Estado la competencia en materia de bases y coordinación de la planificación 
general de la actividad económica, Hacienda general, legislación, ordenación y concesión de recursos y 
aprovechamientos hidráulicos cuando discurran por más de una comunidad autónoma, legislación básica 
sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las comunidades autónomas de 
establecer normas adicionales de protección y bases del régimen minero y energético, respectivamente.

Asimismo se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los Ministerios de Hacienda y Función 
Pública, y para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, en el ámbito de sus competencias, para 
dictar cuantas disposiciones y adoptar medidas que sean necesarias para el desarrollo y ejecución de lo 
dispuesto en este real decreto-ley, ya que es posible que por razones técnicas puedan ser necesarias 
algunas concreciones de lo previsto en este real decreto-ley por parte del Consejo de Ministros o por los 
titulares de los departamentos ministeriales competentes.

En su virtud, haciendo uso de la autorización contenida en el artículo 86 de la Constitución Española, 
a propuesta de la Vicepresidenta Tercera del Gobierno y Ministra para la Transición Ecológica y el Reto 
Demográfico, de la Ministra de Hacienda y Función Pública, y de la Vicepresidenta Primera del Gobierno 
y Ministra de Asuntos Económicos y Transformación Digital, y previa deliberación del Consejo de Ministros 
en su reunión del día 14 de septiembre de 2021,
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DISPONGO:

TÍTULO I

Medidas de protección de los consumidores y en materia de fiscalidad energética

Artículo 1. Creación de un suministro mínimo vital.

1. Se introduce un nuevo artículo 45 bis en la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico, 
con la siguiente redacción:

«Artículo 45 bis. Suministro mínimo vital.

1. El suministro mínimo vital se configura como un instrumento de protección social frente a la 
situación de pobreza energética en la que se encuentran los consumidores en situación de 
vulnerabilidad. Mediante el suministro mínimo vital se establece una potencia límite que garantiza 
unas condiciones mínimas de confort, que no podrá ser superada durante un periodo de seis meses 
en los que el suministro no podrá ser interrumpido, conforme a los términos y condiciones que 
reglamentariamente se determinen.

2. El suministro mínimo vital resultará de aplicación a los consumidores vulnerables que hayan 
incurrido en el impago de sus facturas una vez hayan transcurrido los cuatro meses a los que se 
refiere el artículo 52.3.

3. En ningún caso podrá iniciarse el procedimiento de suspensión de un punto de suministro 
cuyo titular sea un consumidor vulnerable en el periodo durante cual resulte de aplicación el 
suministro mínimo vital, o si este no ha sido previamente ha aplicado.

4. El valor de la potencia límite asociada al suministro mínimo vital se establecerá 
reglamentariamente.

5. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia establecerá las modificaciones 
procedimentales necesarias para que las compañías distribuidoras y comercializadoras puedan 
adaptar el suministro de un hogar al Suministro Mínimo Vital.»

2. Se modifica el apartado 3 del artículo 52 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, en los siguientes 
términos:

«3. Sin perjuicio de lo establecido en el apartado 4 del presente artículo, en las condiciones 
que reglamentariamente se determinen podrá ser suspendido el suministro de energía eléctrica a 
los consumidores acogidos a precios voluntarios para el pequeño consumidor o tarifas de último 
recurso cuando hayan transcurrido al menos dos meses desde que les hubiera sido requerido 
fehacientemente el pago, sin que el mismo se hubiera hecho efectivo. A estos efectos, el 
requerimiento se practicará por cualquier medio que permita tener constancia de la recepción por 
el interesado o su representante, así como de la fecha, la identidad y el contenido del mismo.

En el caso de las Administraciones públicas acogidas a precios voluntarios para el pequeño 
consumidor o tarifas de último recurso, si transcurridos cuatro meses desde el primer requerimiento 
el pago no se hubiera hecho efectivo, podrá interrumpirse el suministro.

En el caso de las categorías de consumidores vulnerables que se determinen reglamentariamente 
a estos efectos, transcurridos cuatro meses desde el primer requerimiento sin que el pago se 
hubiera hecho efectivo, resultará de aplicación un suministro mínimo vital, en los términos del 
artículo 45 bis.»

Artículo 2. Determinación de la base imponible y del importe de los pagos fraccionados del Impuesto 
sobre el valor de la producción de energía eléctrica durante el ejercicio 2021.

1. Para el ejercicio 2021 la base imponible del Impuesto sobre el valor de la producción de energía 
eléctrica estará constituida por el importe total que corresponda percibir al contribuyente por la producción 
e incorporación al sistema eléctrico de energía eléctrica, medida en barras de central, por cada instalación 
en el período impositivo minorada en las retribuciones correspondientes a la electricidad incorporada al 
sistema durante los trimestres naturales tercero y cuarto.
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2. Los pagos fraccionados del tercer trimestre se calcularán en función del valor de la producción de 
energía eléctrica en barras de central realizada durante el período impositivo minorado en las retribuciones 
correspondientes a la electricidad incorporada al sistema durante dicho trimestre, aplicándose el tipo 
impositivo previsto en el artículo 8 de la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, de medidas fiscales para 
sostenibilidad energética, y deduciendo el importe de los pagos fraccionados previamente realizados.

3. Los pagos fraccionados del cuarto trimestre se calcularán en función del valor de la producción de 
energía eléctrica en barras de central realizada durante el período impositivo minorado en las retribuciones 
correspondientes a la electricidad incorporada al sistema durante los trimestres naturales tercero y cuarto, 
aplicándose el tipo impositivo previsto en el artículo 8 de la Ley 15/2012, de 27 de diciembre, y deduciendo 
el importe de los pagos fraccionados previamente realizados.

TÍTULO II

Fomento de la contratación a plazo mediante mecanismos de mercado para la asignación de energía 
inframarginal gestionable y no emisora

Artículo 3. Fomento de la contratación a plazo mediante mecanismos de mercado para la asignación de 
energía inframarginal gestionable y no emisora.

1. Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, se establecerán mecanismos de 
mercado que fomenten la contratación a plazo de energía eléctrica mientras el grado de competencia y 
liquidez en los mercados a plazo así lo precise. Dichos mecanismos tomarán la forma de subastas de 
contratos de compra de energía a largo plazo, en las condiciones y durante el periodo de tiempo que se 
especifiquen en la convocatoria, que permita, entre otros, incrementar la liquidez de los mercados 
eléctricos.

2. La generación vinculada a estas subastas de contratos de compra de energía a largo plazo 
corresponderá a un máximo del 25 % del valor de energía anual generada más bajo de los últimos diez 
años de las instalaciones inframarginales gestionables y no emisoras que no perciban retribución 
específica y que no hayan resultado adjudicatarias en las subastas de desarrollo de energías renovables.

3. Las mencionadas subastas se instrumentarán a través de contratos a plazo tipo forward, con un 
periodo de liquidación igual o superior a un año.

4. El producto a subastar será energía eléctrica en base, y la variable de oferta el precio por unidad 
de energía eléctrica, expresado en €/MWh.

5. Se establecerá un precio de reserva, de carácter confidencial, por debajo del cual quedarán 
rechazadas las ofertas y que será calculado conforme a una metodología objetiva, también confidencial, 
que será aprobada por resolución de la Secretaría de Estado de Energía, a propuesta de la Comisión 
Nacional de los Mercados y la Competencia. La metodología tendrá en cuenta parámetros objetivos y los 
costes asociados a la generación objeto de subasta, en base a la información proporcionada por las 
empresas titulares.

6. Serán sujetos vendedores en las subastas de contratos de compra de energía a largo plazo 
aquellos productores de energía eléctrica que tengan la condición de operadores dominantes en la 
generación de energía eléctrica, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, 
de creación de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia. La cantidad a energía obligatoria 
para cada operador será proporcional a la aplicación de los valores del apartado 2 a la energía máxima 
anual generable por cada una de sus tecnologías inframarginales gestionables no emisoras. Estos mismos 
operadores podrán solicitar a la Secretaría de Estado de Energía que su oferta sea mayor que la 
obligatoria, siempre que los productos a subastar sean idénticos a los obligatorios y las normas y 
procedimientos de la subasta los mismos.

7. Por resolución de la Secretaría de Estado de Energía, previo informe de la Comisión Nacional de 
los Mercados y la Competencia, se definirán:

a) El método de subasta y el tipo de liquidación.
b) Los sujetos vendedores.
c) La fecha de celebración de la subasta y su calendario.
d) El periodo de liquidación de los productos.
e) La energía concreta a subastar.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
4-

D
-3

47



BOLETÍN OFICIAL DE LAS CORTES GENERALES

CONGRESO DE LOS DIPUTADOS
Serie D Núm. 347 21 de octubre de 2021 Pág. 19

f) Las especificaciones de detalle (reglas de la subasta) y los formularios a cumplimentar para 
participar en la subasta, incluidas las garantías para la calificación en la subasta.

g) El contrato marco, que incluirá entre otros aspectos las garantías a depositar por los adjudicatarios 
de la subasta.

h) Porcentajes máximos de adquisición por los compradores, en su caso.
i) Cualquier otro parámetro o aspecto relacionado con la subasta.

8. Podrán ser compradores en las subastas todos los sujetos que cumplan las condiciones de 
garantías y requisitos formales establecidos para cada subasta, debiendo ser necesariamente sujetos del 
mercado de producción participantes en el mercado, entendidos como aquellos comercializadores que 
tengan cartera de clientes, consumidores directos en mercado, o sus correspondientes representantes, 
definidos en el artículo 6 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre. Los sujetos compradores no podrán 
pertenecer a alguno de los grupos empresariales cuya matriz haya sido considerada en cada momento 
por resolución de la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia como operador principal en el 
sector eléctrico, de acuerdo con lo previsto en el artículo 7 de la Ley 3/2013, de 4 de junio, de creación de 
la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia.

9. También podrán concurrir como compradores en las subastas las comercializadoras de referencia, 
para el suministro al precio voluntario para el pequeño consumidor, en los términos que se establezcan en 
la resolución de la Secretaría de Estado de Energía referida en el apartado 7 anterior. A los efectos de 
hacer posible esta previsión, el Gobierno revisará la fórmula para la determinación del coste de producción 
de energía del Precio Voluntario para el Pequeño Consumidor, regulada en el Real Decreto 216/2014, de 
28 de marzo, por el que se establece la metodología de cálculo de los precios voluntarios para el pequeño 
consumidor de energía eléctrica y su régimen jurídico de contratación, de manera que incorpore la 
referencia del precio de la subasta regulada en este artículo con un peso de hasta el 10 por ciento, en los 
términos y bajo las condiciones que reglamentariamente se establezcan.

10. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia supervisará que el procedimiento de 
las subastas se realice de forma competitiva, transparente y no discriminatoria, conforme a la normativa 
vigente, y después de cada subasta elaborará un informe sobre su desarrollo y potenciales mejoras que 
será remitido a la Secretaría de Estado de Energía.

11. La entidad administradora de la subasta será OMI-Polo Español SA (OMIE) directamente o a 
través de alguna de sus filiales. El coste imputable a la organización de la subasta será soportado por los 
adjudicatarios de la subasta en proporción a la potencia adjudicada y percibido por la entidad 
administradora de la subasta. La resolución por la que se convoque la subasta establecerá el coste 
imputable a la organización de la misma. La entidad administradora de la subasta tendrá la obligación de 
enviar a la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia y a la Secretaría de Estado de Energía, 
toda la información, en formato y plazos, que les sea requerida en cuanto al desarrollo de las subastas.

12. A partir del 1 de enero de 2022 y con carácter anual, la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia elaborará un informe de seguimiento de las mencionadas subastas y de evolución del 
mercado a plazo, que remitirá a la Secretaría de Estado de Energía, en el que se incluirán recomendaciones 
sobre la oportunidad y conveniencia de mantener este instrumento de fomento de la contratación a plazo, 
su periodicidad, cantidad de potencia y características de los productos a subastar, entre otros.

13. Las empresas compradoras en las subastas deberán reflejar en sus facturas a aquellos 
consumidores en mercado libre cuyo suministro se realice en baja tensión de hasta 15 kW de potencia 
contratada su condición de compradores en las subastas cuyo periodo de entrega coincida con el periodo 
de facturación correspondiente, así como la cantidad de energía concreta adquirida por la empresa en 
dichas subastas.
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TÍTULO III

Mecanismo de minoración del exceso de retribución del mercado eléctrico causado por el elevado precio 
de cotización del gas natural en los mercados internacionales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 4. Minoración de la retribución de la actividad de producción de energía eléctrica.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, y hasta el 31 de marzo de 2022, se 
minorará la retribución de la actividad de producción de energía eléctrica de las instalaciones de 
producción de tecnologías no emisoras de gases de efecto invernadero, en una cuantía proporcional al 
mayor ingreso obtenido por estas instalaciones como consecuencia de la incorporación a los precios de 
la electricidad en el mercado mayorista del valor del precio del gas natural por parte de las tecnologías 
emisoras marginales.

Artículo 5. Ámbito de aplicación subjetivo.

1. La minoración a que se refiere el artículo anterior será de aplicación a los titulares de cada una de 
las instalaciones de producción de energía eléctrica no emisoras de gases de efecto invernadero en el 
territorio peninsular español, cualquiera que sea su tecnología.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación las instalaciones de producción en los sistemas 
eléctricos de los territorios no peninsulares, así como las instalaciones de producción que tengan 
reconocido un marco retributivo de los regulados en el artículo 14 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre.

3. También quedarán excluidas de la minoración las instalaciones de producción de potencia neta 
igual o inferior a 10 MW, con independencia de su fecha de puesta en servicio.

Artículo 6. Ámbito de aplicación objetivo.

La minoración afectará a la producción de las instalaciones de producción de energía eléctrica 
referidas en el artículo 5, con independencia de la modalidad de contratación utilizada.

CAPÍTULO II

Cálculo de la minoración y pago

Artículo 7. Cálculo de la cuantía de la minoración.

La minoración correspondiente a cada instalación de generación de energía eléctrica a que hace 
referencia el artículo 5 anterior se calculará, para cada mes, según la fórmula siguiente:

TÍTULO III

Mecanismo de minoración del exceso de retribución del mercado eléctrico 
causado por el elevado precio de cotización del gas natural en los mercados 

internacionales

CAPÍTULO I

Disposiciones generales

Artículo 4. Minoración de la retribución de la actividad de producción de energía 
eléctrica.

Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, y hasta el 31 de marzo 
de 2022, se minorará la retribución de la actividad de producción de energía eléctrica de las 
instalaciones de producción de tecnologías no emisoras de gases de efecto invernadero, en 
una cuantía proporcional al mayor ingreso obtenido por estas instalaciones como 
consecuencia de la incorporación a los precios de la electricidad en el mercado mayorista del 
valor del precio del gas natural por parte de las tecnologías emisoras marginales.

Artículo 5. Ámbito de aplicación subjetivo.

1. La minoración a que se refiere el artículo anterior será de aplicación a los
titulares de cada una de las instalaciones de producción de energía eléctrica no emisoras 
de gases de efecto invernadero en el territorio peninsular español, cualquiera que sea su 
tecnología.

2. Quedan excluidas del ámbito de aplicación las instalaciones de producción en los
sistemas eléctricos de los territorios no peninsulares, así como las instalaciones de 
producción que tengan reconocido un marco retributivo de los regulados en el artículo 14 
de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre.

3. También quedarán excluidas de la minoración las instalaciones de producción de
potencia neta igual o inferior a 10 MW, con independencia de su fecha de puesta en 
servicio.

Artículo 6. Ámbito de aplicación objetivo.

La minoración afectará a la producción de las instalaciones de producción de energía 
eléctrica referidas en el artículo 5, con independencia de la modalidad de contratación 
utilizada.

CAPÍTULO II

Cálculo de la minoración y pago

Artículo 7. Cálculo de la cuantía de la minoración.

La minoración correspondiente a cada instalación de generación de energía eléctrica 
a que hace referencia el artículo 5 anterior se calculará, para cada mes, según la fórmula 
siguiente:

𝑌𝑌𝑌𝑌𝑖𝑖𝑖𝑖𝑡𝑡𝑡𝑡 =
𝑄𝑄𝑄𝑄𝑖𝑖𝑖𝑖𝑡𝑡𝑡𝑡𝑥𝑥𝑥𝑥 (𝑃𝑃𝑃𝑃𝐺𝐺𝐺𝐺𝐺𝐺𝐺𝐺𝑡𝑡𝑡𝑡  –  20) 𝑥𝑥𝑥𝑥 𝛼𝛼𝛼𝛼

𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝐹𝑡𝑡𝑡𝑡

Donde:

Yi
t es la cuantía de la minoración, en euros, correspondiente a la instalación i-ésima 

en el mes t considerado.
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Donde:

Yi
t es la cuantía de la minoración, en euros, correspondiente a la instalación i-ésima en el mes t considerado.

Qi
t es la cantidad total de energía eléctrica producida por la instalación i-ésima durante el mes t, en MWh. 

A los efectos del cálculo, se computará la energía medida en barras de central. En el caso de instalaciones 
de bombeo, para el cálculo de la detracción se considerará la producción neta, descontando los consumos 
para bombeo, del período t. Si dicha producción neta resultara negativa el valor de Qi será cero.

FMIGt es el factor medio de internalización del precio del gas natural en el precio del mercado diario 
en el Mercado Ibérico de la Electricidad en el mes t. Para el cálculo de FMIGt se empleará el rendimiento 
medio de una central de ciclo combinado, dividido por un factor que se obtiene como el porcentaje de 
horas (en tanto por uno) en que han marcado el precio marginal dichas instalaciones en ese mes, 
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ponderadas por la energía casada en cada hora. A los efectos del cálculo del FMIGt, se considerará que 
el rendimiento medio de un ciclo combinado corresponde con un valor de 0,55.

En las horas en las que el precio marginal no haya sido marcado por una instalación de ciclo 
combinado, o cuando este haya sido marcado por una unidad de oferta que agrupe varias instalaciones 
físicas de diferentes tecnologías, se asumirá que la oferta ha internalizado el precio del gas natural cuando 
existan ofertas de instalaciones de ciclo combinado en el entorno (±10 %) de dicho precio marginal.

Además, al objeto de conocer si se han realizado ofertas en el entorno de dicho precio marginal por parte 
de las centrales de ciclo combinado de conformidad con el párrafo anterior, se tendrán en cuenta tanto las 
ofertas simples como las ofertas complejas presentadas en el mercado diario, en los siguientes términos:

— Para determinar si en el -10 % del precio marginal existen ofertas de ciclo combinado, se tomará. 
para cada hora, la oferta más restrictiva de cada ciclo combinado entre la oferta simple y precio medio de 
la oferta compleja del día calculada a partir de la energía casada de esa planta.

— Para determinar si en el +10 % del precio marginal existen ofertas de ciclos combinados, se 
incrementará el precio del mercado en ese 10 %, y se comprobará si existen centrales emisoras que 
pasarían a ser despachadas en el mercado, teniendo en cuenta tanto sus ofertas simples como complejas.

En la determinación del FMIGt se tendrán en cuenta tanto las unidades de oferta del sistema eléctrico 
español como portugués.

Pt
GN es el precio medio del gas natural en el mes t, medido en euros (€) por megavatio-hora (MWh). 

Se calculará como la media del precio al contado del gas natural en el punto virtual de balance (PVB) de 
cada uno de los días del período correspondiente en el mercado ibérico del gas (MIBGAS). Los días de 
negociación se considerará el precio de cierre del mercado, y el resto de los días se considerará el precio 
de cierre del último día de negociación anterior.

α es un parámetro de modulación de la minoración, que tomará inicialmente el valor de 0,9.
Si el precio medio en un mes, Pt

GN, es inferior a 20 €/MWh, el importe de la minoración, Yi
t será nulo 

en el referido mes.
En el caso de cambio de titularidad de una instalación durante los periodos de aplicación de la 

minoración, las cuantías, en euros, devengadas por la instalación se calcularán para cada titular 
considerando el número de días en que cada parte ha ostentado la titularidad de la instalación.

Artículo 8. Procedimiento para el cálculo, notificación y pago de las minoraciones.

1. Para cada mes desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, el operador del sistema 
calculará la minoración de la retribución de las instalaciones definidas en el artículo 5, de acuerdo con la 
metodología del artículo 7. La liquidación y el pago de las minoraciones se realizará mensualmente.

2. Para ello, antes del día 15 de cada mes, el operador del sistema notificará a las empresas titulares 
de las instalaciones a las que se refiere el artículo 5 las cuantías resultantes de la minoración 
correspondientes al mes anterior, detallando los cálculos realizados. El operador del mercado remitirá la 
información necesaria al operador del sistema para determinar esta minoración.

3. Desde la recepción de la notificación, los titulares de las instalaciones dispondrán de un plazo de 
un mes para la realización de dichos pagos al operador del sistema.

4. Los pagos a que se refiere apartado anterior tendrán la consideración de pagos a cuenta de la 
liquidación que el operador del sistema realizará para cada instalación una vez se conozcan los datos 
definitivos de las medidas de la producción en barras de central del ejercicio.

Artículo 9. Naturaleza y destino de los ingresos.

1. El operador del sistema declarará al órgano encargado de las liquidaciones reguladas del sector 
eléctrico, el importe de los pagos a los que se refiere el artículo 8, una vez realizados por los titulares a los 
que se refiere el artículo 5.

2. Estas cantidades tendrán la consideración de ingresos liquidables del sistema y se destinarán a 
financiar los costes financiados por los cargos del sistema eléctrico a que hace referencia el artículo 16.1 
de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico y a cubrir, en su caso, los desajustes 
temporales entre ingresos y costes del sistema.
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TÍTULO IV

Criterios de utilización racional de los recursos hídricos

Artículo 10. Modificación del texto refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 
1/2001, de 20 de julio.

Se añaden los siguientes nuevos párrafos a la redacción del apartado 2 del artículo 55 del texto 
refundido de la Ley de Aguas, aprobado por el Real Decreto Legislativo 1/2001, de 20 de julio, con el 
siguiente tenor literal:

«La garantía de explotación racional del dominio público hidráulico tiene la finalidad de proteger 
y mejorar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio ambiente, de conformidad con lo 
dispuesto por el artículo 45.2 de la Constitución.

A esos efectos, para los embalses mayores de 50 hm3 de capacidad total, cuyos usos principales 
no sean el abastecimiento, el regadío y otros usos agropecuarios, en los casos en que así proceda 
en atención a la reserva de agua embalsada y a la predicción estacional, el organismo de cuenca 
fijará al inicio de cada año hidrológico:

a) Un régimen mínimo y máximo de caudales medios mensuales a desembalsar para 
situaciones de normalidad hidrológica y de sequía prolongada.

b) Un régimen de volúmenes mínimos de reservas embalsadas para cada mes.
c) La reserva mensual mínima que debe permanecer almacenada en el embalse para evitar 

indeseados efectos ambientales sobre la fauna y la flora del embalse y de las masas de agua con 
él asociadas.

En situaciones de normalidad hidrológica, la fijación de los citados regímenes de caudales y de 
reservas embalsadas, deberá permitir el ejercicio de los usos comunes regulados en el artículo 50.

Asimismo, se procurará que la explotación racional resulte compatible con el desarrollo de las 
actividades económicas sostenibles ligadas a la dinamización de los municipios ribereños, en el 
marco del orden de preferencia de usos que se establezca en el Plan Hidrológico de la cuenca 
correspondiente.

En el procedimiento, el Organismo de cuenca dará audiencia en todo caso al concesionario, a 
los órganos competentes en materia de pesca fluvial de la Comunidad Autónoma correspondiente 
y a los municipios ribereños del embalse.»

Disposición adicional primera. Obligaciones de información relativas al mecanismo de minoración del 
exceso de retribución.

En relación con el mecanismo de minoración regulado en el título III de este real decreto-ley, se 
establecen las siguientes habilitaciones y mandatos:

1. Se habilita al órgano encargado de las liquidaciones a solicitar la información necesaria al 
Operador del Mercado y al Operador del Sistema para dar cumplimiento a las obligaciones impuestas por 
este real decreto-ley.

2. Antes de que transcurra un mes desde la entrada en vigor de este real decreto- ley, el operador 
del sistema identificará a los titulares de las instalaciones con el fin de poder aplicar el procedimiento 
previsto en el artículo 8 de este real decreto-ley.

3. Mensualmente, el operador del sistema remitirá a la Secretaría de Estado de Energía y al órgano 
encargado de las liquidaciones información detallada de las minoraciones calculadas por instalación y 
titular, así como de los pagos recibidos.

Disposición adicional segunda. Primera subasta de energía inframarginal gestionable y no emisora.

De conformidad con las circunstancias del mercado, la primera subasta de contratos de compra de 
energía a plazo, a que se refiere el artículo, se celebrará antes del 31 de diciembre de 2021.

La cantidad total de energía anual a subastar en la primera subasta será de 15.830,08 GWh, con el 
siguiente reparto entre los sujetos vendedores establecidos en el apartado 6 del artículo 3:

— Grupo Endesa: 6.737,26 GWh.
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— Grupo Iberdrola: 7.323,63 GWh.
— Grupo Naturgy: 1.405,48 GWh.
— Grupo EDP: 363,72 GWh.

Disposición adicional tercera. Actualización de los cargos del sistema eléctrico.

1. Para el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley y el 31 de 
diciembre de 2021, los precios aplicables a los distintos segmentos tarifarios de los cargos del sistema 
eléctrico son:

a) Precios de los términos de potencia:

Segmento 
tarifario

Término de potencia de los cargos (€/kW año)

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6

1 0,281544 0,018107

2 0,349842 0,175074 0,127195 0,127195 0,127195 0,058307

3 0,363151 0,181740 0,132055 0,132055 0,132055 0,060525

4 0,213255 0,106741 0,077547 0,077547 0,077547 0,035542

5 0,170749 0,085447 0,062081 0,062081 0,062081 0,028458

6 0,083525 0,041797 0,030373 0,030373 0,030373 0,013921

b) Precios de los términos de energía:

Segmento 
tarifario

Término de energía de los cargos (€/kWh)

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6

1 0,004133 0,000827 0,000207

2 0,002304 0,001706 0,000922 0,000461 0,000295 0,000184

3 0,001253 0,000928 0,000501 0,000251 0,000161 0,000100

4 0,000588 0,000435 0,000235 0,000118 0,000075 0,000047

5 0,000482 0,000357 0,000193 0,000096 0,000062 0,000039

6 0,000183 0,000136 0,000073 0,000037 0,000023 0,000015

2. Para el periodo comprendido entre la fecha de entrada en vigor de este real decreto-ley y el 31 de 
diciembre de 2021, los precios aplicables a los segmentos tarifarios 2 VE y 3 VE, de conformidad con la 
disposición adicional primera del Real Decreto 148/2021, de 9 de marzo, por el que se establece la 
metodología de cálculo de los cargos del sistema eléctrico, son:

a) Puntos de recarga de vehículos eléctricos conectados en baja tensión (segmento tarifario 2 VE):

Segmento 
tarifario

Término de potencia de los cargos (€/kW año)

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6

2 VE 0 0 0 0 0 0
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Segmento 
tarifario

Término de energía de los cargos (€/kWh)

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6

2 VE 0,004897 0,003626 0,001960 0,000980 0,000627 0,000391

b) Puntos de recarga de vehículos eléctricos conectados en alta tensión (segmento tarifario 3 VE):

Segmento 
tarifario

Término de potencia de los cargos (€/kW año)

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6

3 VE 0 0 0 0 0 0

Segmento 
tarifario

Término de energía de los cargos (€/kWh)

Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3 Periodo 4 Periodo 5 Periodo 6

3 VE 0,003944 0,002921 0,001577 0,000790 0,000507 0,000315

3. Con independencia de la modalidad y las condiciones de contratación, las comercializadoras 
deberán repercutir en las facturas que emitan a los consumidores, correspondientes a los consumos 
realizados desde la entrada en vigor de este real decreto-ley, el descuento asociado a los cargos 
establecidos en el apartado anterior con respecto a los cargos establecidos en la Orden TED/371/2021, 
de 19 de abril, por la que se establecen los precios de los cargos del sistema eléctrico y de los pagos por 
capacidad que resultan de aplicación a partir del 1 de junio de 2021. Dicho descuento aparecerá expresado 
en euros y en una línea independiente de la factura.

4. Para hacer este traslado, el comercializador deberá aplicar los siguientes criterios:

a) En relación con el término de potencia, se deducirá de cada precio del término de potencia del 
contrato, la variación que corresponda por la aplicación de los nuevos términos de potencia de los cargos.

b) En relación con el término de energía:

1.º En el caso de contratos indexados al precio horario del mercado de electricidad, o en el caso de 
que los periodos horarios del contrato coincidan con los periodos de los cargos, se deducirá de cada 
término de energía del contrato, la variación correspondiente a cada peaje.

2.º En el caso de que los periodos horarios del contrato no coincidan con los periodos de los cargos, 
se deducirá de cada precio del término de energía del contrato, las variaciones de los términos de energía 
de los nuevos cargos, ponderadas con el perfil de consumo del consumidor. A estos efectos, para los 
contratos en baja tensión, se aplicará el conjunto de perfiles de consumo II recogidos en el anexo IV en la 
Resolución de 18 de diciembre de 2020, de la Dirección General de Política Energética y Minas, por la que 
se aprueba el perfil de consumo y el método de cálculo a efectos de liquidación de energía, aplicables 
para aquellos consumidores tipo 4 y tipo 5 que no dispongan de registro horario de consumo, según el 
Real Decreto 1110/2007, de 24 de agosto, por el que se aprueba el Reglamento Unificado de Puntos de 
Medida del Sistema Eléctrico, para el año 2021, o disposición que le sustituya en su caso, correspondiente 
a cada peaje. Para el resto de consumidores, se aplicará el perfil que se ajuste mejor al consumidor.

A estos efectos, se indica a continuación las variaciones que corresponden para los consumidores en 
baja tensión, teniendo en cuenta las opciones de suministro más habituales:

Variación en el término de Energía
(€/kWh)

Tipo contrato Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3

Tarifa de acceso 2.0TD-Contrato de suministro con un único 
precio para todas las horas. -0,035838
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Variación en el término de Energía
(€/kWh)

Tipo contrato Periodo 1 Periodo 2 Periodo 3

Tarifa de acceso 2.0TD-Contrato de suministro con 2 periodos 
según los horarios de la tarifa de acceso 2.0 y 2.1 con 
Discriminación Horaria DHA.

-0,048184 -0,023803

Tarifa de acceso 2.0TD-3 periodos horarios según Real 
Decreto 148/2021. -0,101607 -0,020321 -0,005080

5. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia supervisará que dicha traslación a los 
consumidores se corresponde efectivamente con los menores costes derivados de los nuevos cargos y 
que se realiza de manera objetiva, transparente y sin dilación.

6. El incumplimiento de lo establecido en esta disposición por parte de las comercializadoras podrá 
constituir una infracción grave según lo previsto en el artículo 65.25 de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, 
en lo relativo al incumplimiento de la aplicación de las medidas de protección al consumidor.

Disposición adicional cuarta. Revisión de los parámetros retributivos aplicables a las instalaciones de 
producción de energía eléctrica a partir de fuentes de energía renovables, cogeneración y residuos.

1. La Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, como organismo encargado de las 
liquidaciones, llevará a cabo la liquidación necesaria para la adaptación de la retribución procedente del 
régimen retributivo específico, detrayendo las cantidades no abonadas por las instalaciones como 
consecuencia de la suspensión del Impuesto sobre el valor de la producción de la energía eléctrica, según 
lo establecido en el artículo 2.

2. Dicha adaptación tendrá lugar en la primera liquidación en la que se disponga de los ajustes 
correspondientes tras la entrada en vigor del citado artículo.

Disposición adicional quinta. Minoración de la energía sometida al mecanismo de fomento de la 
contratación a plazo.

Los sujetos vendedores de energía según los mecanismos de mercado del artículo 3 estarán sujetos 
a un ajuste de las cantidades que las plantas de generación de las que son titulares deban abonar, en su 
caso, en aplicación de los mecanismos de minoración de previstos en la legislación por la que se actúa 
sobre la retribución del CO2 no emitido del mercado eléctrico y en el previsto en el título III de este real 
decreto-ley, por la parte proporcional a la energía sometida a la contratación a plazo, siempre que los 
precios de la subasta difieran, al alza o a la baja, en más de un 10 % de la media aritmética del precio del 
mercado diario en el periodo de entrega.

El ajuste, en caso de que resulte a favor de los sujetos vendedores, se financiará con cargo a los 
ingresos obtenidos por dichos mecanismos.

El procedimiento para el reconocimiento, cálculo y liquidación del ajuste será establecido por orden de 
la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico.

Disposición adicional sexta. Tipo impositivo del Impuesto Especial sobre la Electricidad.

1. Con efectos desde la entrada en vigor de este real decreto-ley y vigencia hasta el 31 de diciembre 
de 2021, el Impuesto Especial sobre la Electricidad se exigirá al tipo impositivo del 0,5 por ciento.

Las cuotas resultantes de la aplicación de dicho tipo impositivo no podrán ser inferiores a las cuantías 
siguientes:

a) 0,5 euros por megavatio-hora (MWh), cuando la electricidad suministrada o consumida se utilice 
en usos industriales, en embarcaciones atracadas en puerto que no tengan la condición de embarcaciones 
privadas de recreo o en el transporte por ferrocarril;

b) 1 euro por megavatio-hora (MWh), cuando la electricidad suministrada o consumida se destine a 
otros usos.
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Cuando se incumpla la condición prevista en las letras anteriores, las cuantías indicadas en estas 
tendrán la consideración de tipos impositivos y se aplicarán sobre el suministro o consumo total del 
periodo expresado en megavatio-hora (MWh).

A estos efectos, se consideran usos industriales:

a) Los efectuados en alta tensión o en plantas e instalaciones industriales.
b) Los efectuados en baja tensión con destino a riegos agrícolas.

El impuesto mínimo recogido en las letras a) y b) anteriores no será de aplicación para los supuestos 
previstos en las letras a), b), c) y d) del apartado 1 del artículo 98 de la Ley 38/1992, de 28 de diciembre, 
de Impuestos Especiales.

2. El impacto que la aplicación de esta disposición pueda tener en los recursos del sistema de 
financiación autonómica se analizará a efectos de que puedan adoptarse las medidas, en su caso de 
compensación, que procedan en el marco establecido por el artículo 2.uno.g) de la Ley Orgánica 8/1980, 
de 22 de septiembre, de Financiación de las Comunidades Autónomas, en relación con la aplicación del 
principio de lealtad institucional.

Disposición adicional séptima. Limitación de la variación del valor del coste de la materia prima en la 
tarifa de último recurso de gas natural.

1. El coste de la materia prima a imputar en la tarifa de último recurso de gas natural de aplicación a 
partir del 1 de octubre de 2021, calculado conforme con la metodología establecida en la Orden 
ITC/1660/2009, de 22 de junio, por la que se establece la metodología de cálculo de la tarifa de último 
recurso de gas natural, no podrá superar el 35 por ciento del valor vigente, establecido por resolución de 
24 de junio, de la Dirección General de Política Energética y Minas por la que se hace pública la tarifa de 
último recurso de gas natural. En la revisión correspondiente al 1 de enero de 2022, el incremento máximo 
del coste de la materia prima respecto al que resulte vigente en la revisión de 1 de octubre de 2021 se 
establece en el 15 por ciento. Las revisiones correspondientes al 1 de abril y siguientes aplicarán la 
metodología ordinaria vigente de la Orden ITC/1660/2009, de 22 de junio.

2. La diferencia entre el coste de la materia prima calculado conforme la metodología de la Orden 
ITC/1660/2009, de 22 de junio y el coste de la materia prima que resulte de la aplicación del párrafo 
anterior se recuperará en las revisiones de la tarifa de último recurso que tengan lugar a partir del 1 de 
enero de 2022 conforme a lo siguiente:

a) Si el incremento del coste de la materia prima por aplicación de la metodología de la Orden 
ITC/1660/2009, de 22 de junio, en relación con el valor aplicado en la revisión anterior fuera superior o 
igual al 15 por ciento no se recuperará cantidad alguna.

b) Si el incremento del coste de la materia prima por aplicación de la metodología de la Orden 
ITC/1660/2009, de 22 de junio, en relación con el valor aplicado en la revisión anterior fuera inferior al 15 
por ciento, se procederá a incrementar dicho valor hasta alcanzar dicho límite máximo del 15 por ciento.

3. En todo caso, no se podrá reducir el coste de la materia prima mientras existan cantidades 
pendientes de recuperar.

4. Mientras existan cantidades pendientes de recuperar no será de aplicación el umbral de variación 
del coste de la materia prima del 2 por ciento establecido en el artículo 10.1 de la Orden ITC/1660/2009, 
de 22 de julio.

5. Las cantidades pendientes de recuperación por la aplicación de este artículo, se podrán ver 
incrementadas mediante la imputación de un coste financiero, empleándose el tipo de interés aplicado en 
la financiación del déficit acumulado a 31 de diciembre de 2014 de 1,104 %.

6. No se podrá poner fin al procedimiento de recuperación de las cantidades adeudadas hasta que 
las comercializadoras de último recurso hayan recuperado la totalidad de las mismas, incluyendo, en su 
caso, los intereses correspondientes.

7. Se habilita a la persona titular del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico 
para desarrollar lo dispuesto en esta disposición.
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Disposición transitoria primera. Liquidación correspondiente al primer mes de aplicación del mecanismo 
de minoración.

La primera liquidación realizada de conformidad con lo establecido en el artículo 8 incorporará el 
periodo transcurrido entre la entrada en vigor de este real decreto-ley y el inicio del primer mes completo 
en el que resulte de aplicación el mecanismo de minoración previsto en el título III.

Disposición transitoria segunda. Determinación de la base imponible y del importe de los pagos 
fraccionados del Impuesto sobre el valor de la producción de energía eléctrica.

Durante la vigencia prevista en el artículo 2 de este real decreto-ley, para la determinación de la base 
imponible del Impuesto sobre el valor de la producción de energía eléctrica regulado en la Ley 15/2012, 
de 27 de diciembre, de medidas fiscales para la sostenibilidad energética, así como de los pagos 
fraccionados correspondientes a dicho tributo, se tendrá en cuenta los menores ingresos percibidos por el 
contribuyente como consecuencia del instrumento de minoración establecido en el título III de este real 
decreto-ley.

Disposición transitoria tercera. Aplicación del artículo 55 del texto refundido de la Ley de Aguas en el año 
hidrológico 2021-2022.

Antes del 31 de diciembre de 2021, los organismos de cuenca, a propuesta de la Comisión de 
Desembalse, adoptarán las resoluciones que procedan en aplicación de los criterios de utilización racional 
de los recursos hídricos que se introducen en el artículo 55.2 del texto refundido de la Ley de Aguas, y 
remitirán a la Dirección General del Agua del Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico 
un informe motivado que recoja la relación de los embalses que han sido objeto de medidas de explotación 
racional en el año hidrológico 2021-2022, atendiendo a los citados criterios.

Disposición final primera. Modificación de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos 
Generales del Estado para el año 2021.

Se modifica el epígrafe a) del apartado uno de la disposición adicional centésima trigésima segunda 
«Ingresos procedentes de las subastas de derechos de emisión de gases de efecto invernadero», de la 
Ley 11/2020, de 30 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2021, pasando a 
tener el siguiente tenor literal:

«a) Para financiar los costes del sistema eléctrico previstos en la Ley del Sector Eléctrico, 
referidos a fomento de energías renovables, el 90 por ciento del ingreso estimado por la subasta de 
los derechos de emisión de gases de efecto invernadero, hasta un importe de 2.000.000,00 miles 
de euros.»

Disposición final segunda. Modificación del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula 
la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores 
domésticos de energía eléctrica.

El Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, 
el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica, 
queda modificado de la siguiente manera:

1. Se modifica el apartado 4 del artículo 19 y se añade un nuevo apartado 5 como sigue:

«4. Con una antelación de quince días hábiles a la finalización del plazo establecido para el 
inicio del procedimiento de suspensión, la empresa comercializadora volverá a requerir 
fehacientemente el pago al consumidor, si éste no lo hubiera hecho efectivo. Dicho requerimiento 
incluirá la fecha concreta a partir de la cual el suministro de electricidad podrá ser suspendido, de 
acuerdo con el contenido recogido en el anexo IV.

Salvo en el caso de los consumidores vulnerables acogidos al bono social y en el supuesto 
contemplado en el artículo 20, cuando hayan transcurrido dos meses desde que la empresa tenga 
constancia de la notificación del primer requerimiento de pago o, en su caso, desde que la 
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comercializadora haya realizado el segundo requerimiento de pago, de acuerdo con lo dispuesto en el 
apartado 2, sin que el mismo se hubiera hecho efectivo, la empresa comercializadora podrá solicitar a 
la empresa distribuidora a través del procedimiento y por los sistemas y medios telemáticos aprobados 
a tal efecto por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, la suspensión del suministro 
de electricidad, lo que determinará el inicio del procedimiento de suspensión, indicando si debe 
rescindirse o no el contrato. 

En el caso de los consumidores acogidos al bono social, cuando hayan transcurrido cuatro meses 
desde que la empresa tenga constancia de la notificación del primer requerimiento de pago o, en su 
caso, desde que la comercializadora haya realizado el segundo requerimiento de pago, de acuerdo con 
lo dispuesto en el apartado 2, sin que el mismo se hubiera hecho efectivo, la empresa comercializadora 
solicitará a la empresa distribuidora, a través del procedimiento y por los sistemas y medios telemáticos 
aprobados a tal efecto por la Comisión Nacional de los Mercados y la Competencia, la aplicación del 
suministro mínimo vital, de conformidad con el artículo 45 bis de la Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del 
Sector Eléctrico. La empresa comercializadora de referencia remitirá un escrito al consumidor en el 
plazo máximo de diez días desde la mencionada solicitud para informarle de este extremo, de acuerdo 
con el modelo recogido en el anexo VIII. Finalizado el periodo de aplicación del suministro mínimo vital, 
la empresa comercializadora podrá solicitar a la empresa distribuidora a través del procedimiento y por 
los sistemas y medios telemáticos aprobados a tal efecto por la Comisión Nacional de los Mercados y la 
Competencia la suspensión del suministro de electricidad, indicando si debe rescindirse el contrato o no.

No se podrá señalar como día para la interrupción un día festivo ni aquéllos en que, por 
cualquier motivo, no exista servicio de atención al cliente tanto comercial como técnico a efectos de 
la reposición del suministro de electricidad, como tampoco la víspera de aquellos días en que se dé 
alguna de estas circunstancias.»

«5. La potencia límite asociada al suministro mínimo vital se establece en 3,5 kW, que 
resultará de aplicación solo en aquellos casos en los que la potencia contratada sea superior a 
dicha potencia límite.

No obstante, lo anterior, este valor podrá ser modificado mediante orden de la persona titular del 
Ministerio para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico. En la determinación de la potencia 
límite se deberán tener en cuenta, en todo caso, las circunstancias climatológicas, sociales o 
económicas de los colectivos beneficiarios del suministro mínimo vital.»

2. Se modifican los apéndices del anexo II, conforme se contiene en el apartado 1 del anexo de este 
real decreto-ley.

3. El anexo III queda modificado conforme se contiene en el apartado 2 del anexo de este real 
decreto-ley.

4. Se modifican los apéndices del anexo IV conforme se contiene en el apartado 3 del anexo de este 
real decreto-ley.

5. Se incluye un anexo VIII conforme se contiene en el apartado 4 del anexo de este real decreto-ley.

Disposición final tercera. Modificación del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas 
extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de COVID-19.

Se da nueva redacción al apartado 3 del artículo 1 del Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de 
medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de COVID-19, 
con el siguiente texto:

«3. Las ayudas directas recibidas por los autónomos y empresas considerados elegibles 
tendrán carácter finalista y deberán aplicarse a satisfacer la deuda y a realizar pagos a proveedores 
y otros acreedores, financieros y no financieros, así como a compensar los costes fijos incurridos 
siempre y cuando estos se hayan generado entre el 1 de marzo de 2020 y el 30 de septiembre de 
2021 y procedan de contratos anteriores al 13 de marzo de 2021. En primer lugar, se satisfarán los 
pagos a proveedores y otros acreedores no financieros, por orden de antigüedad; si procede, en 
segundo lugar, se reducirá la deuda con acreedores financieros, primando la reducción de la deuda 
con aval público. Por último, se podrá destinar el remanente de la ayuda a compensar los costes 
fijos incurridos, que incluyen las pérdidas contables propias de la actividad empresarial que no 
hayan sido ya cubiertas con estas u otras ayudas.»
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Disposición final cuarta. Títulos competenciales.

Este real decreto-ley se dicta al amparo de lo dispuesto en el artículo 149.1.13.ª, 14.ª, 22.ª, 23.ª y 25.ª 
de la Constitución Española, que atribuye al Estado la competencia en materia de bases y coordinación 
de la planificación general de la actividad económica, Hacienda general, legislación, ordenación y 
concesión de recursos y aprovechamientos hidráulicos cuando discurran por más de una comunidad 
autónoma, legislación básica sobre protección del medio ambiente, sin perjuicio de las facultades de las 
Comunidades Autónomas de establecer normas adicionales de protección y bases del régimen minero y 
energético, respectivamente.

Disposición final quinta. Desarrollo reglamentario y habilitación normativa.

Se habilita al Gobierno y a las personas titulares de los Ministerios de Hacienda y Función Pública, 
para la Transición Ecológica y el Reto Demográfico, y de Asuntos Económicos y Transformación Digital, 
en el ámbito de sus competencias, para aprobar cuantas disposiciones sean necesarias para el desarrollo, 
aplicación y ejecución de lo establecido en este real decreto-ley.

Disposición final sexta. Modificación de disposiciones reglamentarias.

Las determinaciones incluidas en normas reglamentarias que son objeto de modificación por este real 
decreto-ley podrán ser modificadas por normas del rango reglamentario correspondiente a la norma en 
que figuran.

Disposición final séptima. Entrada en vigor.

Este real decreto-ley entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial del 
Estado».

Dado en Madrid, el 14 de septiembre de 2021.
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ANEXO

Modificaciones de los anexos II, III y IV y adición de un anexo VII del Real Decreto 897/2017, de 6 de 
octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de 

protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica

1. De acuerdo con el apartado 2 de la disposición final segunda de este real decreto-ley, se modifican 
los apéndices I, II y III del anexo II del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la 
figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores 
domésticos de energía eléctrica, en los siguientes términos:

a) En el apéndice I («Modelo de comunicación para informar sobre el vencimiento del periodo de 
pago a consumidores personas físicas en mercado libre a remitir por la comercializadora»), el tercer 
párrafo tras el recuadro queda redactado del siguiente modo:

«Una vez acogido al PVPC, y siempre que se hayan acreditado los requisitos para ser 
consumidor vulnerable, de no haber sido abonada la cantidad adeudada, transcurridos cuatro 
meses desde la recepción del requerimiento fehaciente de pago, se adaptará su potencia, durante 
otros seis meses adicionales, a un suministro mínimo vital de 3,5 kW. Durante este tiempo no podrá 
ser suspendido su suministro.»

b) En el apéndice II («Modelo de comunicación para informar sobre el vencimiento del periodo de 
pago a consumidores personas físicas acogidos al PVPC a remitir por la comercializadora de referencia»), 
el tercer párrafo tras el recuadro queda redactado del siguiente modo:

«Siempre que se hayan acreditado los requisitos para ser consumidor vulnerable, de no haber 
sido abonada la cantidad adeudada, transcurridos cuatro meses desde la recepción del 
requerimiento fehaciente de pago, se adaptará su potencia, durante otros seis meses adicionales, 
a un suministro mínimo vital de 3,5 kW. Durante este tiempo no podrá ser suspendido su suministro.»

c) En el apéndice III («Modelo de comunicación para informar sobre el vencimiento del periodo de 
pago a consumidores acogidos al PVPC con bono social a remitir por la comercializadora de referencia»), 
el tercer párrafo inserto en el recuadro queda redactado del siguiente modo:

«De no abonarse la cantidad adeudada, tras el plazo de cuatro meses a partir de la recepción 
de dicho requerimiento, la empresa distribuidora adaptará durante otros seis meses adicionales la 
potencia de su hogar a un suministro mínimo vital de 3,5 kW, durante los cuales su suministro 
tampoco podrá ser suspendido.»

2. De acuerdo con el apartado 3 de la disposición final segunda de este real decreto-ley, se modifican 
los apéndices I, II y III del anexo III del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, en los siguientes términos:

a) En el apéndice I («Modelo de requerimiento fehaciente de pago para consumidores en mercado libre 
a remitir por la comercializadora»), el tercer párrafo tras el recuadro queda redactado del siguiente modo:

«Una vez acogido al PVPC, y siempre que se hayan acreditado los requisitos para ser 
consumidor vulnerable, de no haber sido abonada la cantidad adeudada, transcurridos cuatro 
meses desde la recepción del requerimiento fehaciente de pago, se adaptará su potencia, durante 
otros seis meses adicionales, a un suministro mínimo vital de 3,5 kW. Durante este tiempo no podrá 
ser suspendido su suministro.»

b) En el apéndice II («Modelo de requerimiento fehaciente de pago para consumidores acogidos al 
PVPC a remitir por la comercializadora de referencia»), el tercer párrafo tras el recuadro queda redactado 
del siguiente modo:

«Siempre que se hayan acreditado los requisitos para ser consumidor vulnerable, de no haber 
sido abonada la cantidad adeudada, transcurridos cuatro meses desde la recepción del 
requerimiento fehaciente de pago, se adaptará su potencia, durante otros seis meses adicionales, 
a un suministro mínimo vital de 3,5 kW. Durante este tiempo no podrá ser suspendido su suministro.»
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c) En el apéndice III («Modelo de requerimiento fehaciente de pago para consumidores acogidos al 
PVPC con bono social a remitir por la comercializadora de referencia»), el tercer párrafo inserto en el 
recuadro queda redactado del siguiente modo:

«De no abonarse la cantidad adeudada, tras el plazo de cuatro meses a partir de la recepción 
de dicho requerimiento, la empresa distribuidora adaptará durante otros seis meses adicionales la 
potencia de su hogar a un suministro mínimo vital de 3,5 kW, durante los cuales su suministro 
tampoco podrá ser suspendido.»

3. De acuerdo con el apartado 4 de la disposición final segunda de este real decreto-ley, se modifican 
los apéndices I y II del anexo IV del Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, en los siguientes términos:

a) En el apéndice I («Modelo de requerimiento fehaciente de pago para consumidores en mercado 
libre a remitir por la comercializadora quince días hábiles antes de la finalización del plazo para iniciar el 
procedimiento de suspensión del suministro de electricidad»), el tercer párrafo tras el recuadro, queda 
redactado del siguiente modo:

«Siempre que se hayan acreditado los requisitos para ser consumidor vulnerable, una vez 
acogido al PVPC, de no haber sido abonada la cantidad adeudada, transcurridos 2 meses desde la 
fecha señalada anteriormente la empresa distribuidora adaptará durante 6 meses adicionales la 
potencia de su hogar a un suministro mínimo vital de 3,5 kW, durante los cuales su suministro 
tampoco podrá ser suspendido.»

b) En el apéndice II («Modelo de requerimiento fehaciente de pago para consumidores acogidos al 
PVPC a remitir por la comercializadora de referencia quince días hábiles antes de la finalización del plazo 
para iniciar el procedimiento de suspensión del suministro de electricidad»), el tercer párrafo tras el 
recuadro queda redactado del siguiente modo:

«Siempre que se hayan acreditado los requisitos para ser consumidor vulnerable, de no haber 
sido abonada la cantidad adeudada, transcurridos 2 meses desde la fecha señalada anteriormente 
la empresa distribuidora adaptará durante 6 meses adicionales la potencia de su hogar a un 
suministro mínimo vital de 3,5 kW, durante los cuales su suministro tampoco podrá ser suspendido.»

4. De acuerdo con el apartado 5 de la disposición final segunda de este real decreto-ley, se añade 
un nuevo anexo VIII al Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, con la siguiente redacción:

«Modelo de comunicación para informar sobre aplicación del suministro mínimo vital

Le informamos que, de no abonarse la cantidad adeudada, la potencia de su hogar se adaptará, 
durante un periodo de 6 meses, al suministro mínimo vital, establecida en 3,5 kW. Durante estos 
cuatro meses su suministro no podrá ser suspendido, y su potencia no podrá sobre pasar este 
límite.

Si usted cumple los requisitos para ser vulnerable severo de acuerdo con lo dispuesto en el 
Real Decreto 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, 
el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía 
eléctrica, del que le remitimos un extracto, puede ponerse en contacto con los servicios sociales del 
municipio y comunidad autónoma donde reside, para que le informen sobre la posibilidad de atender 
el pago de su suministro de electricidad.

[Inclúyase a continuación requisitos para ser vulnerable severo conforme al artículo 3 del citado 
real decreto].»
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130/000058

Convalidado en la sesión plenaria del día de hoy el Real Decreto-ley 18/2021, de 28 de septiembre, 
de medidas urgentes para la protección del empleo, la recuperación económica y la mejora del mercado 
de trabajo, se acordó su tramitación como Proyecto de Ley por el procedimiento de urgencia (núm. 
expte. 121/000071), por lo que el texto se publica en la serie A del Boletín Oficial de las Cortes Generales, 
en cumplimiento de lo previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

CONTROL DE LA ACCIÓN DEL GOBIERNO

INTERPELACIONES

Urgentes

172/000142

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día de hoy, debatió la interpelación urgente 
del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, para que el Gobierno explique cómo se han visto 
afectadas las principales variables incluidas en el cuadro macroeconómico por los últimos datos conocidos, 
así como las medidas que piensa adoptar para compensar su efecto en nuestra economía, cuyo texto se 
inserta a continuación de conformidad con lo previsto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al amparo de lo dispuesto en el artículo 180 y 
siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente interpelación 
urgente al Gobierno para que explique cómo se han visto afectadas las principales variables incluidas en 
el  cuadro macroeconómico por los últimos datos conocidos, así como las medidas que piensa adoptar 
para compensar su efecto en nuestra economía.

Palacio del Congreso de los Diputados, 7 de octubre de 2021.—Concepción Gamarra Ruiz-Clavijo, 
Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

172/000144

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día de hoy, debatió la interpelación urgente 
del Grupo Parlamentario VOX, sobre las medidas que va a desarrollar el Ministerio de Derechos Sociales 
y Agenda 2030 para ejecutar el compromiso de bono joven formulado por el Presidente del Gobierno, cuyo 
texto se inserta a continuación de conformidad con lo previsto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 13 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario VOX en el Congreso, al amparo de lo dispuesto en el artículo 180 y siguientes, 
del vigente Reglamento de la Cámara, formula la siguiente interpelación urgente al Gobierno sobre qué cv
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medidas va a desarrolla el Ministerio de Derechos Sociales y Agenda 2030 para ejecutar el compromiso 
de bono joven formulado por el Presidente del Gobierno.

Palacio del Congreso de los Diputados, 7 de octubre de 2021.—Macarena Olona Choclán, Portavoz 
del Grupo Parlamentario VOX.

MOCIONES CONSECUENCIA DE INTERPELACIONES

Urgentes

173/000097

De conformidad con lo dispuesto en artículo 97 del Reglamento de la Cámara, se ordena la publicación 
en el Boletín Oficial de las Cortes Generales, de la Moción consecuencia de interpelación urgente del 
Grupo Parlamentario Mixto, sobre las medidas previstas para reducir la siniestralidad por ahogamiento y 
accidentes en espacios acuáticos y de las enmiendas presentadas a la misma.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Mixto, al amparo de lo establecido en el artículo 184 del vigente Reglamento 
del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente Moción consecuencia de la interpelación urgente 
sobre las medidas previstas para reducir la siniestralidad por ahogamiento y accidentes en espacios 
acuáticos.

Exposición de motivos

España asiste, entre sus muchas realidades, a una que, realmente, es silenciada y que apenas tiene 
eco y respuesta desde las instituciones a pesar de su gran impacto nacional y mundial.

Cada año pierden la vida en España por este motivo una media de 500 personas. Los cálculos 
oficiosos arrojan que en torno a 1.500 personas sufren cada año en nuestro país un accidente en las 
costas, piscinas, pantanos, lagos o ríos. De ellos, una media de 40 niñas y niños pierden la vida 
anualmente por esta causa, solo en nuestro país.

Contrastando datos de siniestralidad, en España pierden la vida más personas por sumersión que por 
accidentes laborales o incendios. En el caso de Canarias, el ahogamiento representa la primera causa de 
muerte por accidente, duplicando, año tras año, a los fallecidos por accidentes de tráfico.

Pero esta realidad no afecta solo y exclusivamente a aquellas comunidades autónomas, provincias o 
ciudades costeras, sino también a las de interior. Este verano, los óbitos en ríos, pantanos, presas o canales, han 
sido ostensible como todas sus señorías conocen y de los que puedo exponerles muchos casos concretos de 
dramas humanos.

Mientras que en España, en torno al 30% del total de los fallecidos son extranjeros (principalmente turistas), 
en Canarias esta cifra se eleva al 80%. También se observa un incremento en toda España de los de  accidentes 
en el agua que tienen a extranjeros (la mayoría turistas) como protagonistas.

Y ahora que, parece, salimos de la pandemia provocada por la Covid-19 es necesario activar leyes 
que también garanticen la seguridad, no solo sanitaria, sino física de los residentes en España y de los 
que nos visitan. Hablamos de unos 84 millones de turistas que pasaron las vacaciones en España justo 
antes de desatarse la Covid-19. Por tanto, también crear legislación y normativa para evitar o reducir los 
ahogamientos y accidentes acuáticos en general, prestigia y refuerza la marca España como destino 
seguro en su globalidad.

Durante estos últimos siete años, desde la plataforma «Canarias, 1500 Km de Costa» (plataforma 
pionera en la UE en activar campañas de prevención) junto a otras asociaciones que investigan y 
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previenen el ahogamiento (Ahogamiento.com y GIAPS) ha analizado las causas que provocan un 
accidente en los diferentes entornos acuáticos de nuestro país. Estas son las principales conclusiones:

1. Imprudencia: El bañista sobrevalora su capacidad física, lo que le lleva a cometer una acción 
imprudente. Fundamentalmente, introducirse en el agua con bandera roja o, en caso de no haber 
señalización, acceder a la misma con el mar en condiciones adversas (fuerte oleaje y corrientes intensas). 
El 80% de las muertes por ahogamiento vienen sobrevenidas por la imprudencia.

2. Desconocimiento: En numerosas ocasiones, el bañista desconoce el punto de costa donde se 
está bañando, las características de la playa, su orografía submarina y otras características, lo que se 
denomina la «personalidad» de la costa (corriente de retorno/ola de resaca).

3. Playas sin vigilancia: Acudir a playas donde no hay vigilancia, en busca del lugar paradisíaco y 
solitario, es uno de los atractivos que despierta la curiosidad. Pero si se ve en una situación de riesgo en 
el agua, no habrá un profesional guardavidas que acuda en su ayuda.

4. Traumatismos: En estos supuestos, destacar los juegos en el agua que requieren un alto 
rendimiento físico, las zambullidas en zonas donde hay poca profundidad y que son una de las principales 
causas de lesión medular, sobre todo en piscinas.

5. Ingesta de alcohol/drogas: Tanto el consumo de alcohol como de otras sustancias causa la falta 
de concentración, la sobrevaloración y un menor control de los movimientos en el agua.

6. Hidrocución: Más conocido como «corte de digestión» que no es otra cosa que un shock térmico 
por la diferencia de temperatura entre el cuerpo con la del agua. El desenlace es que pierda la consciencia 
y se hunda.

7. Enfermedades crónicas: Una persona afectada por una enfermedad crónica (dolencias cardiacas, 
respiratorias, epilepsia, etc.) es otra de las principales causas de siniestralidad. La pérdida del conocimiento 
en primera instancia desemboca en un episodio de sumersión ulterior. Un infarto en el agua provoca la 
muerte en un minuto.

No se trata de un problema exclusivo de España. El ahogamiento representa la tercera causa de 
muerte no traumática en todo el planeta. Esta es la conclusión del Informe elaborado por la OMS en 2014 
que define, literalmente, al ahogamiento como «un problema de salud pública de primer nivel mundial».

Si bien la propia OMS, con escasos datos sin contrastar y más a tientas que con ciencia, estimaba en 
ese año 2014 que unas 400 mil personas morían por ahogamiento cada año en el mundo, las cifras 
aportadas por los más reputados expertos mundiales hablan de un millón de víctimas mortales anualmente.

Hace cinco meses (29/04/21) la Organización de Naciones Unidas (ONU) activaba otra alerta que nos 
debe hacer reaccionar: La ONU, por primera vez en la historia, aprobaba una resolución suscrita por 194 
países instando a las naciones a promulgar leyes, elaborar planes nacionales de prevención de 
ahogamientos, promover campañas de concienciación y prevención públicas para reducir los 
ahogamientos, entre otras recomendaciones.

En la Unión Europea, según el único estudio aproximativo del número de personas que fallecen 
ahogadas/año en la UE y presentado ante eurodiputados del Parlamento Europeo y altos responsables 
de la propia Comisión Europea, elaborado por una plataforma radicada en Canarias (Canarias, 1500 Km 
de Costa) cifra en, al menos, 5.000 los seres humanos que pierden la vida ahogados cada año.

Por su parte, el propio informe redactado por la OMS recoge que en los 53 países de la Región 
Europea, el ahogamiento es una de las principales causas de muerte prematura con más de 27.000 
víctimas. Asimismo, ese mismo informe sitúa el ahogamiento como la segunda causa de muerte accidental 
en menores de 20 años en ciudadanos de la UE.

En España casi no existe legislación al respecto, como sucede en la propia Unión Europea. Solo las 
CCAA de Canarias y Baleares cuentan con un Decreto para la Seguridad del Baño de las personas en 
playas y costas. En Canarias se trata del Decreto 116/2018, 30 julio, por el que se regulan medidas para 
la aplicación de las normas e instrucciones para la seguridad humana y para la coordinación de las 
emergencias ordinarias y de protección civil en playas y otras zonas de baño marítimas de la Comunidad 
Autónoma de Canarias.

En España, la estadística existente (oficiosa) apunta a que del total de fallecidos por sumersión, en 
torno al 30% se corresponden con turistas. Ahora que parece salimos, por fin, de la pandemia y el sector 
turístico vuelve a recuperarse, España tiene la oportunidad histórica de preocuparse y, sobre todo, 
ocuparse de preservar la integridad física y emocional de los que vivimos en este país y de nuestros 
visitantes.
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Esta es una realidad constatada por organismos, poco dudosos, como la OMS y la ONU y, por ello, no 
debe seguir siendo el riesgo ignorado.

Según el informe elaborado por Ahogamiento.com, entre los años 2017-2020, en España han fallecido 
2.093 personas en 3.774 accidentes acuáticos, con 5.091 víctimas totales. De los fallecidos fueron 1.523 
varones, 426 mujeres y 140 menores de edad. 

Desde hace medio siglo, hemos asumido como algo «natural» las campañas que anualmente se 
desarrollan en la prevención de accidentes de tráfico en el ámbito de la seguridad vial, o de incendios 
forestales. Sin embargo, jamás se ha puesto en práctica una campaña preventiva nacional por accidentes 
en el medio acuático, salvo la excepción de Canarias.

Por todo ello, se presenta la siguiente Moción consecuencia de interpelación urgente:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno de España a:

1. Asumir el fenómeno de los accidentes acuáticos como un problema de Salud Pública de primer 
nivel.

2. Impulsar ámbitos de coordinación, inicialmente en torno al Consejo Interterritorial del SNS, a fin 
de formular políticas comunes para actuar sobre este fenómeno.

3. Potenciación de un Observatorio Español para la prevención del ahogamiento y otros accidentes 
en el medio acuático, a fin de disponer de un centro de recogida de datos y elaboración periódica de 
estudios estadísticos.

4. Potenciar la transversalidad de las actuaciones implicando al conjunto de las áreas concernidas: 
Sanidad, Educación, Seguridad y Turismo.

5. Implicar a todos los ámbitos institucionales en función de sus competencias: Estatal, Autonómico 
y Local.

6. Orientar la totalidad de las actuaciones desde los principios de: Educación, concienciación, 
prevención, capacitación, intervención y acción.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 30 de septiembre de 2021.—Pedro Quevedo Iturbe, 
Diputado.—El Portavoz adjunto del Grupo Parlamentario Mixto.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV), al amparo de lo establecido en el artículo 184.2 del 
Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente enmienda de supresión a la Moción, consecuencia de 
interpelación urgente, del Grupo Parlamentario Mixto (Sr. Quevedo Iturbe), sobre las medidas previstas 
para reducir la siniestralidad por ahogamiento y accidentes en espacios acuáticos.

Enmienda 

De supresión.

Se propone la supresión de los puntos 1 y 2 de la Moción.

Justificación.

La materia incidida no es la salud pública, como tampoco lo es en el caso de los accidentes de 
circulación o los laborales, por citar algunos ejemplos aunque tenga repercusiones evidentes en la salud.

Además, quizá no nos encontremos tanto ante un problema de regulación en materia de protección en 
el uso lúdico del medio acuático —sea marítimo o continental— como de toma de conciencia colectiva de 
los riesgos que entraña esa actividad y sus consecuencias más dramáticas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 11 de octubre de 2021.—Aitor Esteban Bravo, Portavoz del 
Grupo Parlamentario Vasco (EAJ-PNV).
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A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Republicano, a instancia de la Diputada Inés Granollers Cunillera, al amparo 
de lo establecido en el artículo 193 y siguientes del Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta 
la siguiente enmienda a la Moción consecuencia de interpelación del Grupo Parlamentario Mixto 
(Sr. Quevedo Iturbe) relativa a las medidas previstas para reducir la siniestralidad por ahogamiento y 
accidentes en espacios acuáticos.

Enmienda 

De modificación.

Se propone la modificación del punto tercero, quedando redactado en los siguientes términos:

«3. Potenciación, en coordinación con las Comunidades Autónomas, de un Observatorio para la 
prevención del ahogamiento y otros accidentes en el medio acuático, a fin de disponer de centros de 
recogida de datos y elaboración periódica de estudios estadísticos.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 8 de octubre de 2021.—Inés Granollers Cunillera, 
Diputada.—Gabriel Rufián Romero, Portavoz del Grupo Parlamentario Republicano.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al amparo de lo establecido en el artículo 193 y 
siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta las siguientes enmiendas a 
la Moción, consecuencia de interpelación del Grupo Parlamentario Mixto (Sr. Quevedo Iturbe) sobre las 
medidas previstas para reducir la siniestralidad por ahogamiento y accidentes en espacios acuáticos.

Enmienda 

Al apartado 1.

De modificación.

Se propone la modificación del apartado 1, que quedará redactado como sigue:

«1. Asumir los accidentes acuáticos como un problema de salud pública de primer nivel, impulsando 
de forma inmediata medidas concretas y específicas de actualización de la Estrategia de promoción de la 
salud y prevención del Sistema Nacional de Salud, desde el pleno consenso con las Comunidades 
Autónomas y la total coordinación con los profesionales sanitarios y las asociaciones de pacientes.»

Justificación.

Mejora técnica.

Enmienda 

A los apartados 7, 8, 9 y 10 (nuevos).

De adición.

Se propone la adición de los apartados nuevos 7, 8, 9 y 10 que tendrán la siguiente redacción:

«7. Regular la profesión de socorrista para dotarla de una mejor preparación profesional y reducir la 
precariedad laboral.

8. Negociar con el sector turístico las medidas propuestas por afectar el fenómeno de los accidentes 
acuáticos a la seguridad de sus clientes.
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9. Utilizar como organismo de coordinación de todas las instituciones y de las respectivas áreas 
implicadas en la prevención del ahogamiento y otros accidentes en el medio acuático a la Dirección 
General de Protección Civil, de la que dependería también el Observatorio referido en el apartado 3.

10. Dar cuenta a la Cámara en el plazo de tres meses del desarrollo de esta iniciativa.»

Justificación.

Mejora técnica.

Palacio del Congreso de los Diputados, 11 de septiembre de 2021.—Concepción Gamarra Ruiz-
Clavijo, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

En nombre del Grupo Parlamentario Socialista me dirijo a esa Mesa para, al amparo de lo establecido 
en el artículo 184 y siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presentar la 
siguiente enmienda a la Moción consecuencia de interpelación urgente del Grupo Parlamentario Mixto 
(Sr. Quevedo Iturbe), sobre las medidas previstas para reducir la siniestralidad por ahogamiento y 
accidentes en espacios acuáticos.

Enmienda

De modificación.

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a:

1. Igual.
2. Potenciar en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud (SNS) la 

formulación de políticas comunes en el ámbito sanitario para actuar sobre este fenómeno.
3. Potenciación del sistema Aquaticus, en el cual se notifican todas las incidencias relativas a 

ahogamientos y otras lesiones que acontecen en medios acuáticos de forma que funcione como un 
observatorio para la obtención de datos procedentes tanto de fuentes estadísticas como de los sectores 
con competencias en seguridad en este ámbito.

4. Reforzar la coordinación intersectorial (sanidad, educación, seguridad y turismo) y la gobernanza 
territorial para la implicación de los diferentes sectores y ámbitos institucionales y territoriales.

5. Orientar la totalidad de las actuaciones desde los principios de: Educación, concienciación, 
prevención, capacitación, intervención y acción.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 11 de octubre de 2021.—El Portavoz del Grupo Parlamentario 
Socialista.

173/000097

El Pleno del Congreso de los Diputados, en su sesión del día de hoy, con motivo del debate de la 
Moción consecuencia de interpelación urgente del Grupo Parlamentario Mixto, sobre las medidas previstas 
para reducir la siniestralidad por ahogamiento y accidentes en espacios acuáticos, ha acordado lo 
siguiente:

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno de España a:

1. Asumir el fenómeno de los accidentes acuáticos como un problema de Salud Pública de primer 
nivel.

2. Potenciar en el seno del Consejo Interterritorial del Sistema Nacional de Salud (SNS) la 
formulación de políticas comunes en el ámbito sanitario para actuar sobre este fenómeno.

3. Potenciación del sistema Aquaticus, en el cual se notifican todas las incidencias relativas a 
ahogamientos y otras lesiones que acontecen en medios acuáticos de forma que funcione como un 
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observatorio para la obtención de datos procedentes tanto de fuentes estadísticas como de los sectores 
con competencias en seguridad en este ámbito.

4. Reforzar la coordinación intersectorial (sanidad, educación, seguridad y turismo) y la gobernanza 
territorial para la implicación de los diferentes sectores y ámbitos institucionales y territoriales.

5. Orientar la totalidad de las actuaciones desde los principios de: Educación, concienciación, 
prevención, capacitación, intervención y acción.»

Se ordena la publicación de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la 
Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

173/000099

El Pleno de la Cámara, en su sesión del día de hoy, rechazó la Moción consecuencia de interpelación 
urgente presentada por el Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, sobre la propuesta realizada por 
el Gobierno de eliminar la prestación extraordinaria para autónomos con bajos ingresos por cese de 
actividad, cuyo texto se inserta a continuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del 
Reglamento de la Cámara. Asimismo se inserta la enmienda formulada a la misma.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario Popular en el Congreso, al amparo de lo dispuesto en el artículo 180 y 
siguientes del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente Moción 
consecuencia de interpelación urgente sobre la propuesta realizada por el Gobierno de eliminar la 
prestación extraordinaria para autónomos con bajos ingresos por cese de actividad. 

Exposición de motivos

El colectivo de los trabajadores autónomos está siendo uno de los más afectados por las consecuencias 
económicas derivadas de la pandemia y, sin embargo, es el gran olvidado del Gobierno, que lejos de 
adoptar decisiones que les den un respiro y les garanticen cierta estabilidad, se empeñan en aprobar 
medidas —pocas— ineficaces y farragosas que no resuelven sus problemas. Como ya nos tienen 
acostumbrados, llegan tarde y llegan mal.

La voz ahogada de los autónomos se escucha a través del último barómetro de la Asociación de 
Trabajadores Autónomos (ATA) publicado el pasado 22 de septiembre. Es un claro reflejo de la 
complicadísima situación que están atravesando los trabajadores por cuenta propia. El balance establece, 
entre otras conclusiones, que en la actualidad dos de cada tres autónomos está aún lejos de la 
recuperación de su actividad; que 75.000 autónomos prevén cerrar cuando finalice su prestación,;que uno 
de cada cuatro autónomos no podrá recuperarse, al menos, hasta dentro de dos años, y que 30.000 
autónomos prevén reducir plantilla en el próximo año.

Esta es la dura realidad que están viviendo los trabajadores por cuenta propia. Mientras tanto, el 
Gobierno inerte e insensible con esta realidad se empeña en ponérselo cada vez más difícil: (i) Proponen 
en plena pandemia, una propuesta de cotización por ingresos reales fallida, que tuvo que retirar, creando 
aún más inquietud al colectivo. (ii) Cuando, por fin, aprueban las ayudas directas que el Partido Popular 
venía pidiendo desde un año atrás, lo hacen con un sistema tan farragoso para cobrarlas que hace que el 
90 % de los autónomos no haya podido acceder a las ayudas. No es de extrañar que los autónomos 
pongan un suspenso a las ayudas directas y las califiquen con un 2,8 sobre 10. (iii) La Comisión de 
Trabajo aprobó una Proposición no de Ley presentada por el Partido Popular, para que se eliminasen las 
cuotas sociales de los trabajadores autónomos que no tienen ingresos. A ingresos cero, cuota cero, sin 
embargo, no se ha hecho efectiva la medida. (iv) Quieren hacerles pagar por circular por las carreteras. 
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(v) Les suben el coste del diésel. (vi) No les dejan desgravarse los gastos del teletrabajo. (vii) No han 
bajado el IVA de las peluquerías, a pesar de ser una medida aprobada en el Senado. (viii) Limitan en el 
IRPF la reducción de las aportaciones a los planes privados de pensiones, una herramienta muy utilizada 
por los trabajadores autónomos como mecanismo de ahorro. (ix) Suprimen la posibilidad de tributar 
conjuntamente en el IRPF (consecuencia, pagas más). (x) Y, para rematar, por la inacción e indolencia de 
este Gobierno les sube la luz más de un 200 % multiplicando su factura. Según el barómetro de ATA, la 
subida de impuestos y la subida de la luz son las principales situaciones que ponen en peligro la 
supervivencia de los negocios de los autónomos y pequeños empresarios.

No solo se trata de incrementos de gasto como los aquí enumerados, sino que se esfuerzan en 
intensificar la incertidumbre, dejando para el último momento las reuniones con las organizaciones de 
autónomos que tienen por objeto prorrogar las prestaciones extraordinarias por cese de actividad, unas 
ayudas imprescindibles de las que dependen los autónomos más vulnerables.

Consiguen, además, ensañarse iniciando sus negociaciones con propuestas angustiosas para el 
colectivo como es la supresión de la prestación extraordinaria para autónomos con bajos ingresos, aunque 
es cierto, que finalmente se renegoció este aspecto y se mantuvo la prestación endureciendo los requisitos 
de acceso. No es de recibo que el plazo para prorrogar la prestación extraordinaria por cese de actividad 
venciera el 30 de septiembre y que tres días antes todavía no se supiera qué iba a pasar.

Esta estrategia de prórrogas cortoplacistas, de apurar plazos y de acuerdos de último minuto es 
contraria a la recuperación, ya que impide tomar decisiones, ya no a largo plazo, ni a medio plazo, sino 
que ni siquiera permite tomar decisiones a corto plazo porque con estas políticas improvisadas, muchos 
autónomos no saben qué va a ser de ellos al día siguiente.

El Partido Popular siempre ha mostrado una especial sensibilidad hacia el colectivo de los autónomos 
y pymes consciente de que solo si se facilita la actividad emprendedora y empresarial se puede crear 
empleo. Recordemos que los autónomos y las pymes representan el 99 % del tejido productivo y más del 
70 % del empleo de nuestro país.

Los emprendedores son uno de nuestros grandes activos. El trabajo autónomo genera más de cuatro 
millones de empleos, entre trabajadores autónomos y asalariados contratados por estos. Es fundamental 
y prioritario acompañar a los autónomos en su camino hacia la recuperación adoptando medidas realistas 
y eficaces que les ayuden a subsistir en un contexto económico hostil como el que estamos sufriendo. 
Salvar a los autónomos supone salvaguardar millones de empleos.

Necesitamos un Gobierno que esté a la altura, que cumpla, que vele por los ciudadanos y que sea 
responsable en sus decisiones.

Por todo ello, el Grupo Parlamentario Popular insta al Gobierno a:

«a) Trabajar para impulsar la recuperación de los trabajadores autónomos más vulnerables, evitando 
las políticas cortoplacistas y adoptando, en el seno del diálogo social, nuevas medidas eficaces y realistas 
que permitan a los trabajadores autónomos avanzar y recuperarse, con la mayor premura, de las 
consecuencias económicas derivadas de la pandemia desterrando la intranquilidad e incertidumbre 
provocadas por las ineficaces medidas adoptadas por el Gobierno.

b) Terminar con la ambigüedad vigente en el Real Decreto-ley 5/2021 y adoptar las medidas que 
sean necesarias para agilizar los trámites y garantizar que las ayudas directas aprobadas en el Real 
Decreto-ley 5/2021 lleguen cuanto antes a los autónomos que realmente las necesitan. 

c) Implementar las medidas aprobadas en la Proposición no de Ley aprobada el pasado mes de 
marzo, en la Comisión de Trabajo, Inclusión, Seguridad Social y Migraciones para que los trabajadores 
autónomos que por causa de la pandemia carezcan de ingresos, sean o no beneficiarios de la prestación 
extraordinaria por cese de actividad, se les exonere del pago de la cuota a la Seguridad Social. A ingresos 
cero, cuota cero.

d) Aprobar medidas específicas para los trabajadores autónomos afectados por las consecuencias 
de la erupción del volcán de La Palma:

— Ampliar el alcance de la prestación extraordinaria por cese de actividad ya aprobada en el diálogo 
social, para aquellos autónomos que se hayan visto obligados a suspender su actividad por causas de 
fuerza mayor. Consistirá en una prestación del 75 % de su base de cotización durante los 6 próximos 
meses, tengan o no tengan periodo cotizado, y la exoneración del 100 % de su cuota de autónomos 
durante el mismo periodo.
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— Ampliación de seis meses de la tarifa plana de autónomos para aquellos que actualmente sean 
beneficiarios de esa reducción.

— Exoneración de la presentación de las obligaciones tributarias, de la AEAT y de la Agencia Tributaria 
Canaria, del tercer y cuarto trimestre de 2021 y del primer y segundo trimestre de 2022.

— Aplazamiento del pago de las obligaciones tributarias del tercer y cuarto trimestre de 2021 y del 
primer y segundo trimestre de 2022, en 12 plazos sin intereses.

— Ayudas directas para paliar las pérdidas en los ingresos de explotación, que consistirán en el 75 % 
de los ingresos de explotación de la actividad en el cuarto trimestre de 2020. Estas ayudas no estarán 
vinculadas a la realización de un gasto determinado, sino que estarán ligadas a compensar las pérdidas 
de actividad (modelo alemán). 

— Préstamos blandos ICO para la rehabilitación y/o reconstrucción de inmuebles de carácter 
profesional, comercial e industrial, así como explotaciones agrarias y ganaderas y la actividad de pesca, 
con un plazo de devolución de al menos 10 años y avalado por el Estado.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 30 de septiembre de 2021.—Concepción Gamarra Ruiz-
Clavijo, Portavoz del Grupo Parlamentario Popular en el Congreso.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario VOX (GPVOX), al amparo de lo dispuesto en los artículos 184.2 y 110.4 del 
Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente enmienda en relación con la Moción 
consecuencia de la interpelación urgente sobre la propuesta realizada por el Gobierno de eliminar la 
prestación extraordinaria para autónomos con bajos ingresos por cese de actividad, presentada por el 
Grupo Parlamentario Popular, incluido en el Punto III.20 del orden del día del Pleno que se celebrará el 
próximo miércoles, 13 de octubre de 2021. 

Enmienda

De modificación.

Se modifica el punto b de la parte dispositiva de la Moción, que pasará a tener la siguiente redacción:

«b) Terminar con la ambigüedad vigente en el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de marzo, de medidas 
extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la Covid-19 y adoptar 
las medidas que sean necesarias para agilizar los trámites y garantizar que las ayudas directas aprobadas 
en el Real Decreto-ley 5/2021 lleguen cuanto antes a los autónomos que realmente las necesitan. Entre 
otras medidas, las siguientes:

— Eliminar el Anexo I del referido Real Decreto suprimiendo cualquier posibilidad de que el optar a 
estas ayudas esté condicionado a una clasificación de Códigos Nacionales de Actividades Económicas.

— Establecer unos requisitos más flexibles en cuanto al concepto de empresa viable optante a estas 
ayudas directas.

— Fijar como único criterio para la recepción de las ayudas la caída de la facturación del trabajador 
autónomo del 30% en el año 2020 respecto al año 2019.

— Ampliar hasta el 31 de diciembre del 2021 el plazo de cobertura de las ayudas.
— Eliminar cualquier diferenciación entre comunidades autónomas en cuanto a importes a percibir en 

concepto de ayudas directas.»

Justificación.

Desde que se decretara el primer estado de alarma mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de 
marzo, por el que se declara el estado de alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria 
ocasionada por el Covid-19, y posteriormente con la declaración del segundo estado de alarma de ámbito 
nacional a través del Real Decreto 926/2020, de 25 de octubre, del Consejo de Ministros, por el que se 
declara el estado de alarma para contener la propagación de infecciones causadas por el SARS-Covid, 
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numerosas empresas y autónomos han visto como la facturación de sus negocios caía progresivamente 
hasta, en muchos casos, llegar al cierre definitivo.

Un año después del comienzo de la crisis sanitaria, se publicó el Real Decreto-ley 5/2021, de 12 de 
marzo, de medidas extraordinarias de apoyo a la solvencia empresarial en respuesta a la pandemia de la 
Covid-19 (el «RDL 5/2021») en el que se recogen las tan ansiadas ayudas directas para los autónomos y 
empresarios.

El RDL 5/2021 ha sido muy criticado por los autónomos que consideran insuficientes las ayudas 
establecidas, así como la complejidad de las condiciones y trámites para poder acceder a las mismas.

Esto ha provocado que un escaso porcentaje de autónomos haya accedido a estas ayudas. Según la 
Federación Nacional de Asociaciones de Trabajadores Autónomos (ATA) «Únicamente el 9,7 % de los 
autónomos afirma haber solicitado las ayudas directas». Este hecho está en consonancia con lo también 
publicado por ATA, «los autónomos suspenden a las ayudas directas y las califican con un 2,8 % sobre 10».

La situación de los trabajadores autónomos es crítica 1:

— 75.000 autónomos prevén cerrar cuando finalice su prestación.
— Del 67,6 % de los autónomos que afirman no haber alcanzado la recuperación del negocio, uno de 

cada dos afirma que la caída de la facturación es aún superior al 50 % a antes de marzo de 2020.
— Uno de cada cuatro autónomos (24,8 %) prevén que no se recuperarán hasta dentro de dos años.
— El 8,6% de los autónomos están cobrando actualmente el cese de actividad, de los que el 87,2 % 

volverían a solicitarlo en caso de prorrogarse.
— Uno de cada tres autónomos (33,8 %) cree que su actividad disminuirá de cara al último trimestre 

del año. 300.000 autónomos prevén reducir plantilla en el próximo año.

Por lo tanto, es necesario establecer las modificaciones legislativas necesarias para apoyar a los 
autónomos de nuestro país que, conviene recordar, engloban a un colectivo de 3,3 millones de trabajadores 
registrados en el Régimen Especial de Trabajadores Autónomos (RETA).

En primer lugar, es fundamental simplificar el criterio de acceso a las ayudas directas, estableciéndolo 
únicamente como requisito para su recepción una caída  del 30 % en el volumen de operaciones en el año 
2020 respecto al año 2019. De esta manera, se eliminarán, por ejemplo, las dificultades de acceso a las 
ayudas directas por parte de trabajadores autónomos que, por el carácter de su actividad, no pueden 
acreditar facturas de gasto, tales como guías turísticos, fotógrafos, fisioterapeutas, profesores, periodistas, 
y un largo etcétera.

Las ayudas directas se destinarían, por lo tanto, a cubrir la pérdida de ingresos consecuencia de la 
crisis Covid-19, tal y como se ha hecho en otros países europeos, como es el caso de Alemania, donde 
se estableció un sistema de ayudas directas a fondo perdido que cubría la perdida de facturación del 
autónomo, ayudándole junto con sus ingresos propios a igualar las facturaciones de 2019 y 2020.

Por otro lado, es necesario ampliar el plazo de cobertura de las ayudas hasta el 31 de diciembre 
de 2021. Esto se justifica por la extrema dureza de la crisis sobre los trabajadores autónomos y a la 
lentitud por parte de las Comunidades Autónomas a la hora de tramitar las ayudas.

Palacio del Congreso de los Diputados, 11 de octubre de 2021.—Macarena Olona Choclán, Portavoz 
del Grupo Parlamentario VOX.

173/000100

El Pleno de la Cámara, en su sesión del día de hoy, rechazó la Moción consecuencia de interpelación 
urgente presentada por el Grupo Parlamentario VOX, sobre las medidas que va a adoptar el Gobierno, a 
través del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, para garantizar el cumplimiento 
del principio de legalidad en la política exterior, cuyo texto se inserta a continuación, de conformidad con 
lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

1 ATA. XII Barómetro autónomos-septiembre 2021. cv
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A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario VOX en el Congreso, al amparo de lo establecido en el artículo 184.2 del 
Reglamento de la Cámara, presenta la siguiente Moción consecuencia de interpelación urgente sobre las 
medidas que va a adoptar el Gobierno, a través del Ministerio de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación, para garantizar el cumplimiento del principio de legalidad en la política exterior.

Exposición de motivos

I

Brahim Gali, nacido en Esmara (en la entonces África Occidental Española) en 1949, es el líder del 
Frente Polisario, acrónimo del Frente Popular por la Liberación de Saguía el Hamra y Río de Oro, el 
movimiento de liberación nacional del Sáhara Occidental. Actualmente, Gali está acusado de cometer 
presuntamente delitos de lesa humanidad, genocidio, asesinato, lesiones, detención ilegal, terrorismo, 
torturas y desapariciones.

En particular, se consideran delitos de lesa humanidad todos aquellos especialmente atroces y de 
carácter inhumano en los que existe un ataque generalizado o sistemático contra la población civil. Estos 
delitos se cometen para aplicar las políticas de un Estado u organización. El genocidio, los crímenes de 
guerra y agresión son delitos de lesa humanidad.

Así, en el año 2008, la Asociación Saharaui para la Defensa de los Derechos Humanos (Asadeh) 
impulsó una querella en España contra el líder del Frente Polisario por delitos de lesa humanidad. La 
Asadeh pedía investigar el trato sufrido por los prisioneros de guerra y ciudadanos saharauis en Tinduf. 
Así, acusan a Gali de «retener contra su voluntad a miles de saharauis (...) con la complicidad de las 
autoridades de Argel1». 

Por otro lado, el activista de origen saharaui Fadel Mihdi Breica denunció en 2020 las presuntas 
torturas sufridas en los campamentos de Tinduf por parte de soldados del Polisario.

De hecho, ayer mismo, 29 de septiembre, la Sala de lo Penal de la Audiencia Nacional emitió un auto 
por el que ordena reabrir la causa por genocidio, asesinato, lesiones, detención ilegal, terrorismo, torturas 
y desapariciones contra Brahim Gali.

En este sentido, cabe recordar que las causas penales abiertas contra Gali se remontan atrás en el 
tiempo, cuando el Sáhara Occidental era considerado territorio español. En 2013, cuando vino a visitar a 
su hija al País Vasco, fue llamado a declarar por el entonces titular del Juzgado Central de Instrucción 
número 5 de la Audiencia Nacional, Pablo Ruz, a raíz de la querella por genocidio y torturas formulada por 
Asadedh y referida a hechos de los años 70 y 80 del siglo pasado. En esta ocasión, Gali no apareció. Tres 
años después, el Parlamento de Cataluña lo invitó a participar en un acto en terreno español. Asadedh 
cuando tuvo conocimiento de este viaje, informó al juez, esta vez José de la Mata, el cual decidió reabrir 
las diligencias de un caso para el que en 2014 se acordó el sobreseimiento. Cuando el líder saharaui supo 
que le había llegado una citación al Parlamento, decidió no trasladarse de Argel a Barcelona2. 

II

Teniendo en cuenta las acusaciones que pesan sobre Brahim Gali, así como que actualmente se 
encuentra requerido por la Asamblea Nacional y demás juzgados de instrucción para ser investigado por 
los delitos —tan graves— que se le imputan, constituye un auténtico escándalo que el líder del Frente 
Polisario hubiera conseguido entrar sin ningún problema en España el pasado 18 de abril, aterrizando en 
un avión argelino en la Base Aérea de Zaragoza, sin pasar controles de fronteras ni mostrar documentación 
alguna. Por si no fuera suficiente, Gali partió en una ambulancia al Hospital San Pedro de Logroño, donde 
ingresó con un pasaporte falso bajo el nombre de Mohamed Benbatouche.

No obstante, resulta perentorio destacar que la entrada de Gali en España está siendo investigada en 
sede judicial. Así, el juez del Juzgado de Instrucción número 7 ha llamado a declarar a la exministra Laya 
en calidad de investigada el próximo 4 de octubre3. En particular, el juzgado de instrucción de Zaragoza 

1 https://www.abc.es/internacional/abci-de-que-se-acusa-brahim-gali-nsv-202106021227noticia.html
2 https://www.elindependiente.com/internacional/2021705/15/el-escandalo-del-lider-del-frente-polisario-si-sale-de-espana-

eludiria-la-iusticia-por-tercera-vez/
3 https://elpais.com/espana/2021-09-27/el-iuez-del-caso-gali-cita-a-declarar-a-la-exministra-lava-el-proximo-4-de-octubre.html cv
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atribuye a la exministra de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación, Arancha González Laya y 
al núcleo de su antiguo equipo, responsabilidades penales por unos hechos que el juez califica como 
delitos de encubrimiento, prevaricación y falsedad documental.

La petición de «imputación» fue realizada por la acusación particular después de que Villarino —ex 
jefe de Gabinete de la exministra Laya— explicara que, tres días antes de la llegada de Brahim Gali a 
España, Valldecabres —ex jefa de Gabinete de la exvicepresidente primera Calvo— le preguntó si conocía 
que España iba a recibir al líder del Frente Polisario. El ex jefe de Gabinete agregó que, al día siguiente 
de esa llamada, la entonces ministra de Exteriores le comentó que había recibido una petición para acoger 
a Gali porque estaba enfermo de Covid. El domingo 18 de abril, a las 10.30, Laya le confirmó que el líder 
del Frente Polisario iba a llegar esa tarde a Zaragoza en un avión desde Argelia4. 

Además, el juez también estudia un informe de la Brigada de Información de la Policía en el que 
consta que el Gobierno de La Rioja comenzó a preparar la llegada a España del líder del Frente Polisario 
dos días antes de que aterrizara en nuestro país5. De hecho, según el atestado, el jefe del Gabinete de 
Presidencia del Ejecutivo autonómico, Eliseo Pérez Sastre, pidió al gerente del hospital que organizara 
todo ante la inminente llegada de un paciente «muy importante» al que había que tratar por «razones 
humanitarias»6. Sin embargo, según avanza la investigación, se hace más evidente que la ex ministra no 
pudo actuar sin instrucciones superiores.

III

Todo indica que la entrada de Gali en España fue una operación consciente y coordinada desde las 
más altas instancias del Gobierno con el fin de sortear la legalidad nacional e internacional.

Así lo dejó entrever el que fuera director del Gabinete de la exministra, Camilo Villarino, cuando 
manifestó que «el Gobierno no es un reino de taifas» y que «No lo decidió ella sola» —refiriéndose a la 
exministra Laya—7.Así pues, para el operativo fue necesario la participación de otros departamentos. En 
particular, los altos mandos del Ejército del Aire desempeñaron un papel en la llegada de Gali a España 
vía Zaragoza, lo que apunta a una necesaria colaboración por parte del Ministerio de Defensa. De hecho, 
el segundo jefe de Estado Mayor del Aire, teniente general Francisco Javier Fernández Sánchez, declaró 
como testigo ante el juez y dijo que el exjefe de Gabinete de Asuntos Exteriores le comunicó que un 
diplomático iba a llegar a la Base de Zaragoza, no revelándole su identidad 8. Asimismo, el general José 
Luis Ortiz Cabañate, ex jefe de la Base y actual jefe del JMOV, explicó por escrito que recibió una orden 
del Estado Mayor del Ejército del Aire, a instancias de Asuntos Exteriores, para no pedir el pasaporte al 
líder del Frente Polisario cuando llegara a España en un avión medicalizado.9

Sin perjuicio de lo anterior, lo relevante no es quién trasladó la orden, sino quién la dio, por cuanto que 
se ha podido incurrir en la comisión de delitos muy graves.

La semana pasada, el Presidente del Gobierno de España viajó a Nueva York, acompañado por el 
Ministro de Asuntos Exteriores, Unión Europea y Cooperación. En dicha ciudad se celebró una rueda de 
prensa importante. En particular, el propósito de esa rueda de prensa era generar confianza y lograr que, 
tras una etapa de indeseable pérdida de influencia a nivel internacional como actor estratégico, España 
volviera a ser percibido como lo que siempre hemos sido: un país fiable. Ante la pregunta de los periodistas 
sobre la actuación del Gobierno en relación con la entrada en España del líder del Frente Polisario, Brahim 
Gali, la respuesta del presidente Sánchez fue inquietante: «España hizo con Gali lo que debía y como 
debía»10.

Por tanto, resulta absolutamente perentorio que el Presidente del Gobierno comparezca ante el 
Congreso de los Diputados y aclarare qué quiso decir con que «España hizo con Gali lo que debía y como 
debía», teniendo en cuenta que, como se ha detallado anteriormente, la entrada de Gali en España se 
halla actualmente investigada en sede judicial por presuntos delitos de encubrimiento, prevaricación y 
falsedad documental. Además, pareciera que al Presidente del Gobierno obviara en su día las gravísimas 
acusaciones que pesan sobre Brahim Gali, por las que está siendo investigado por la Audiencia Nacional, 

4 https://www.heraldo.es/noticias/aragon/2021/09/27/caso-yali-ministra-gonzalez-laya-tribunales-1522314.html
5 https://www.elmundo.es/espana/2021/09/30/61557a8d21efa0800a8b4640.html
6 https://www.elmundo.es/espana/2021/09/30/61557a8d21efa0800a8b4640.html
7 https://www.heraIdo.es/noticias/aragon/2021/09/26/las-derivadas-politicas-v-iudidales-del-caso-gali-1521964.html
8 Ibídem.
9 Ibídem.
10 https://www.efe.com/efe/america/mundo/sanchez-afirma-que-espana-hizo-con-gali-lo-debia-v-como/20000012-4635792 cv
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como son los delitos de lesa humanidad, genocidio, asesinato, lesiones, detención ilegal, terrorismo, 
torturas y desapariciones.

Al amparo de todo lo expuesto anteriormente, el Grupo Parlamentario VOX presenta la siguiente

Moción consecuencia de interpelación urgente

«El Congreso de los Diputados declara lo siguiente: 

El Congreso de los Diputados, como representante del pueblo español y sede de la soberanía 
nacional, expresa su más rotunda condena por las actuaciones llevadas a cabo por el Gobierno de España 
en relación con la entrada y posterior acogida temporal del prófugo de la justicia, Brahim Gali, acusado de 
cometer crímenes de lesa humanidad y genocidio.

El Congreso de los Diputados insta al Presidente del Gobierno a comparecer de forma urgente ante el 
Pleno del Congreso de los Diputados para explicar y aclarar detalladamente su actuación e instrucciones 
impartidas a su Ejecutivo, particularmente a la exministra de Asuntos Exteriores, Unión Europea y 
Cooperación, Arancha González Laya, en relación con la entrada y posterior acogida temporal en nuestro 
país del prófugo Brahim Gali.»

Palacio del Congreso de los Diputados, 30 de septiembre de 2021.—Iván Espinosa de los Monteros 
de Simón, Portavoz del Grupo Parlamentario VOX.

173/000101

El Pleno de la Cámara, en su sesión del día de hoy, rechazó la Moción consecuencia de interpelación 
urgente presentada por el Grupo Parlamentario VOX, sobre las medidas que va a adoptar el Ministerio del 
Interior para proteger a nuestras Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en Cataluña, cuyo texto se 
inserta a continuación, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 97 del Reglamento de la Cámara.

Palacio del Congreso de los Diputados, 14 de octubre de 2021.—P.D. El Secretario General del 
Congreso de los Diputados, Carlos Gutiérrez Vicén.

A la Mesa del Congreso de los Diputados

El Grupo Parlamentario VOX (GPVOX) en el Congreso, al amparo de lo dispuesto en el artículo 184.2 
del vigente Reglamento del Congreso de los Diputados, presenta la siguiente Moción consecuencia de 
interpelación urgente sobre qué medidas va a adoptar el Ministerio del Interior para proteger a nuestras 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en Cataluña. 

Exposición de motivos

Primero. Origen de la actual situación de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en 
Cataluña.

Una de las principales reivindicaciones del separatismo e independentismo catalán ha sido, 
tradicionalmente, expulsar de la Comunidad Autónoma de Cataluña a las FYCSE, por lo que representan 
y por las funciones que realizan. Esta deleznable reivindicación se intensificó a raíz de los hechos 
ocurridos el 1 de octubre de 2017, hechos que dieron lugar a la Causa especial 20907/2017, popularmente 
conocido como el «procés».

La Sala Segunda del Tribunal Supremo («TS») dictó la Sentencia núm. 459/2019, condenando a los 
líderes del proceso independentista catalán a penas de 9 hasta 13 años de prisión por delitos de sedición, 
malversación de caudales públicos y desobediencia: «Las penas impuestas son proporcionadas a las 
graves comisiones delictivas de los condenados que, como autoridades autonómicas y líderes asociativos, 
buscaban implementar una normativa antidemocrática e inconstitucional, un bloque jurídico aprobado con 
desprecio de la mitad de las fuerzas políticas del Parlamento catalán y con la última finalidad de transitar 
hacia la independencia»1.

1 Auto de 29 de enero de 2021 del TS desestimando los incidentes de nulidad planteados por los líderes del procés. cv
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A pesar de la gravedad de los hechos, y no habiendo cumplido la totalidad de la condena ni los 
requisitos legales de arrepentimiento, los lideres del procés fueron indultados por el Gobierno de coalición. 
Es más, los indultados han intensificado sus reivindicaciones desde que se les concedió la libertar, 
arengando a sus seguidores a seguir el plan establecido hasta conseguir la verdadera independencia de 
Cataluña. Ejemplo de ello son los siguientes mensajes2: «Gracias a vosotros salimos con la cabeza bien 
alta y con el corazón determinado a ganar lo que no pudimos ganar con el 1-O».

«Nosotros seguiremos luchando para conseguir la independencia, y conseguiremos la independencia, 
y ganaremos.»

«Nuestro compromiso para culminar lo que empezamos el 1-O no es ni parcial ni revisable ni 
condicionado.»

Segundo. Acoso y hostigamiento en Cataluña.

Según denuncian los sindicatos policiales y asociaciones profesionales de la Guardia Civil, entre ellos 
JUPOL y JUCIL, el clima de acoso a la Policía Nacional y a la Guardia Civil en Cataluña surgió con motivo 
del «1-O». Este suceso, «supuso el germen del clima de hostilidad hacia la Guardia Civil y la Policía 
Nacional, creándose una fuerte ruptura entre la sociedad, afectando directa e indiscriminadamente a todos 
los agentes de ambos cuerpos, participantes o no en dicho operativo de las actuaciones ordenadas por el 
Tribunal Superior de Justicia de Cataluña».

Ese día, durante la celebración del referéndum ilegal, que motivó la intervención del CNP y de la 
Guardia Civil, España fue testigo de la violencia y odio que se vertieron contra nuestras FYCSE. Se 
vivieron escenas dramáticas, en las que, ante los disturbios provocados, nuestros agentes se vieron 
obligados a realizar cargas e incluso a disparar salvas al aire con el fin de disolver turbas de 
independentistas radicales.

Ese acoso y odio hacia las FYCSE en Cataluña se hizo especialmente patente el 17 de octubre 
de 2019, con la publicación de la citada Sentencia del Tribunal Supremo núm. 459/2019. Como rechazo a 
la referida resolución judicial se convocaron protestas en diferentes puntos de Cataluña, siendo uno de los 
escenarios escogidos el aeropuerto del Prat, provocando altercados especialmente virulentos, debido a la 
duración e intensidad de la violencia desplegada por los manifestantes allí concentrados.

Así, la protesta contra el fallo del Tribunal Supremo se transformó en una revuelta contra el CNP y la 
Guardia Civil. Dicha animadversión llegó a su punto álgido en la quinta jornada consecutiva de incidentes. 
Durante siete horas, centenares de personas cercaron la Jefatura Superior del Cuerpo Nacional de la 
Policía, dando lugar a una auténtica batalla campal. Nuestros agentes fueron víctimas de atentados muy 
graves y tuvieron que enfrentarse a radicales independentistas que construyeron barricadas, quemaron 
contenedores, arrancaron señales de tráfico, les tiraron piedras, botellas, bolas de acero y adoquines, 
entre otros objetos contundentes, poniendo en peligro no solo su integridad física sino su vida.

Otro ejemplo reciente que permite poner de manifiesto la realidad del odio, animadversión y acoso a 
los que se ven sometidos nuestras FYCSE en Cataluña por parte de los independentistas radicales, 
fueron los hechos acontecidos alrededor de la detención del rapero conocido como Pablo Hásel3, 
detención que   fue ordenada por la Audiencia Nacional ante la negativa del mismo a entrar voluntariamente 
en prisión, al ser condenado por los delitos de enaltecimiento del terrorismo e injurias contra la Corona y 
las instituciones del Estado. Estos hechos fueron aprovechados, una vez más, por los independentistas 
radicales, lo que dio lugar a nuevos altercados y ataques contra nuestros agentes de la Policía Nacional 
y Guardia Civil.

Además, estas protestas provocaron el saqueo de muchos comercios en el centro de Barcelona y 
alcanzaron a edificios emblemáticos, como el Palau de la Música y la Bolsa de Barcelona. Las noches de 
protesta llegaron a congregar a más de 6.000 manifestantes. Según datos del Ayuntamiento de la Ciudad 
Condal, el coste de los contenedores incendiados llegó a los 417.000 de euros. A esta cifra se sumaron, 
además, diversas cuantías, debido a los costes de limpieza, recogida de residuos, reparación del 
pavimento y destrozos en semáforos, alumbrado, entre otros. La suma total ascendió a 1.004.421 euros4. 

2 https://www.20minutos.es/noticia/4740425/0/forcadell-primera-indultada-en-salir-de-prision-nosotros-lo-que-queremos-es-la-
amnistia/

3 Sr. Rivadulla Duró, conocido musicalmente como Pablo Hasél,
4 https://www.economiadigital.es/politica/balance-de-los-disturbios-por-hasel-75-detenidos-45-heridos-y-1me-en-danos-al-

espacio-publico-en-barcelona.html cv
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Se puso de manifiesto, una vez más, que un hecho aislado, como fue la detención e ingreso en prisión 
del Sr. Rivadulla Duró, fue una excusa para que grupos antisistema, independentistas y radicales se 
lanzaran a las calles para cometer actos violentos, vandálicos y de terrorismo callejero, movidos por el 
odio hacia las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado.

Estos incidentes violentos se volvieron a reproducir a principios del mes de septiembre, con ocasión 
del día de Cataluña. Decenas de radicales asediaron de nuevo la jefatura de la Policía Nacional situada 
en la vía Layetana en Barcelona, tras finalizar la manifestación convocada por la Assemblea Nacional 
Catalana (ACN)5. Una vez más, una manifestación para reclamar la independencia de Cataluña fue 
aprovechada por los separatistas radicales para cargar contra las FYCSE en Cataluña, a la que acusan 
de reprimir al pueblo catalán.

Los episodios violentos, de acoso, hostigamiento y de odio relatados contra nuestros agentes del 
Cuerpo Nacional de Policía y la Guardia Civil destinados en Cataluña hacen necesario la declaración de 
Cataluña como zona de especial singularidad, en condiciones similares a la efectuada en País Vasco y 
Navarra. Estos hechos de hostigamiento y acoso no han hecho más que empezar, y así lo han declarado 
reiteradas veces los lideres independentistas. Todo ello, además, ante la mirada pasiva de la Generalidad, 
que violando flagrantemente el principio de lealtad institucional que debe guiar su actuación, calla e 
incluso apoya estas actuaciones. A esto se le une una falta de reacción eficaz y rápida por parte del 
Ministerio del Interior y su pasividad a la hora de adoptar medidas de prevención.

Tercero. Justas reivindicaciones de los sindicatos policiales y asociaciones profesionales de la 
Guardia Civil.

Los sindicatos policiales y asociaciones profesionales de la Guardia Civil, como JUPOL y JUCIL, 
llevan años denunciando la existencia de una «campaña de desprestigio, acoso e insultos a la Policía 
Nacional y a la Guardia Civil en Cataluña».

Desde la Asociación Unificada de la Guardia Civil (AUGC) reclaman urgentemente «un plan integral 
de medidas económicas y sociolaborales para los guardias civiles destinados en Cataluña, destinado a 
mitigar tanto la pérdida de poder adquisitivo que vienen padeciendo los agentes como la elevada presión 
social que soportan»6.

Por su parte, el Sindicato Unificado de Policía denuncia que «Desde un año antes del 1-0 se ha venido 
registrando un incesante incremento en el déficit de agentes de la Policía Nacional en Cataluña atribuida 
al auge independentista, y alerta de la situación de «desamparo institucional» que sufren los agentes de 
Policía en Cataluña y asegura que «un día sí y otro también» los agentes y sus familias «sufren el acoso 
independentista y en ocasiones hasta situaciones discriminatorias por parte de los poderes locales y 
autonómicos»7.

Ante esta situación, las diferentes asociaciones han solicitado, en un comunicado oficial, al Ministerio 
del Interior que declare Cataluña como Zona de Especial Singularidad. Asimismo, reclaman más medios, 
porque no tienen efectivos suficientes para hacer frente a estas algaradas violentas, y ello porque las 
Unidades de Intervención policial (UIP), las Unidades de Prevención y Reacción (UPR), el Grupo de 
Reserva y Seguridad de la Guardia Civil (GRS), los servicios de información, cada vez están más 
menguados y no disponen del material antidisturbios adecuado, ni de vehículos, pues están envejecidos 
y los que se tienen, como los camiones de agua para poder disolver este tipo de concentraciones violentas, 
no se les permite utilizar para dar apoyo a los agentes que están a pie de calle.

Cuarto. Necesidad de declaración de Cataluña como zona de especial singularidad.

Los disturbios y altercados que se están produciendo en las calles de Cataluña, protagonizados por 
grupos separatistas e independentistas violentos, están teniendo graves consecuencias para los 
ciudadanos, comercios, edificios emblemáticos, centros culturales, mobiliario urbano y un largo etcétera. 
Los más perjudicados en esta situación son los agentes de las FYCSE que ven cómo, día tras día, se ven 
superados al encontrarse en inferioridad numérica, tanto personal como material. Esta situación provoca, 

5  Las manifestación convocada por la ACN, a la que acudieron algunos lideres condenados por los hechos ocurridos el 1 de 
octubre de 2017, tenía como lema «Lluitem i guanyem la independencia» («Lucharemos y ganaremos la independencia»).

6 Casi 2.000 guardias civiles y policías quieren salir de Cataluña por la presión independentista (vozpopuli.com).
7 Ibídem. cv
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no sólo grandes desórdenes públicos, sino que también genera un grave riesgo la seguridad ciudadana 
de las personas que transitan y habitan en los lugares en los que se producen los altercados.

Tal es la gravedad de la situación que la misma trasciende al plano personal de los agentes de las 
FYCSE, pues el acoso que sufren los mismos también lo padecen sus familias, lo que les está llevando a 
solicitar el cambio de destino.

Según el SUP8, en 2020 cerca de 800 policías abandonaron Cataluña y se prevé que en 2021 lo 
hagan más de 900 de los 3.500 agentes de la Policía Nacional destinados en esa comunidad autónoma. 
Se trataría del 25% en la escala básica, y del 50% en la escala de oficiales y suboficiales. Por su parte la 
AUGC, tras un sondeo realizado, considera que el 30% de los casi 3.000 efectivos con los que cuenta el 
Instituto Armado en esa comunidad autónoma demandan otros destinos: «una demanda que año tras año 
aumenta debido a la elevada presión social que soportan por parte de sectores independentistas, tanto los 
agentes como sus propias familias»9.

Por esto motivo, la declaración de Cataluña como «zona de especial singularidad», permitiría evitar el 
desarraigo y la marcha de agentes del Cuerpo Nacional de Policía y de la Guardia Civil de esta Comunidad 
Autónoma.

Ante esta situación, el Gobierno de la Nación está obligado, a través de su Ministro del Interior, 
reconocer la labor de las FYCSE en la Comunidad Autónoma de Cataluña, brindarles el suficiente apoyo 
y les dote de material y personal suficiente para ejercer sus funciones correctamente y de acuerdo con la 
ley. Así lo prevén expresamente los artículos 5 y siguientes de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, 
de protección de seguridad ciudadana. Concretamente, corresponde al Gobierno, a través del Ministerio 
de Interior y de los demás órganos y autoridades competentes y de las FYCSE a sus órdenes, la 
preparación, dirección y ejecución de la política en relación con la administración general de la seguridad 
ciudadana, sin perjuicio de las competencias atribuidas a otras administraciones públicas en dicha 
materia.10 Así lo señala, igualmente, el artículo 10.1 de la Ley Orgánica 2/1986, de 13 de marzo, de 
Fuerzas y Cuerpos de Seguridad, expresando lo siguiente:

«Corresponde al Ministro del Interior la administración general de la seguridad ciudadana y el mando 
superior de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado, así como la responsabilidad de las relaciones 
de colaboración y auxilio con las Autoridades policiales de otros países, conforme a lo establecido en 
Tratados y Acuerdos Internacionales.»

En definitiva, los altercados vividos en los últimos años en Cataluña, causados por las protestas 
violentas de los independentistas y separatistas radicales, ha puesto de manifiesto la necesidad de dotar 
a las FYCSE de un mayor número de efectivos y medios materiales. Es necesario, además, que desde el 
Gobierno, a través del Ministerio del Interior, se apliquen fórmulas de incentivos para los agentes de las 
FYCSE que estén destinados en Cataluña, de la misma forma que los destinados en el País Vasco y 
Navarra, incluyendo complementos económicos, días de permiso y baremación, que garanticen que (i) los 
agentes de nuestras FYCSE desarrollan en condiciones óptimas las funciones de seguridad ciudadana y 
demás competencias que las leyes les atribuyen, con un servicio de calidad prestado por agentes 
experimentados y con arraigo a dicha Comunidad Autónoma, (ii) para dar a las mismas el apoyo que 
merecen ante el abandono institucional que están sufriendo, garantizándoles la tranquilidad y sosiego 
para desarrollar no solo su vida profesional sino también personal; (iii) para preservar el orden público y 
el normal funcionamiento de una sociedad que, cada vez más, se está viendo acechada y acosada por los 
continuos episodios de violencia extrema desarrollados por el independentismo radical.

En conclusión, visto el reiterado abandono al que se somete a nuestras FCSE, sin que el Gobierno, a 
través del Ministerio de Interior, adopte las medidas necesarias, ya no sólo para proteger la vida, la 
integridad y salud física de sus propios miembros, sino también la de sus ciudadanos, este Grupo 
Parlamentario presenta, en consecuencia, esta iniciativa con el fin de exigir que se adopten todas las 
acciones necesarias para declarar la Comunidad Autónoma de Cataluña como zona de especial 

8 Señala, Carlos Morales, portavoz del SUP que «Este creciente déficit se cubre cada año con agentes recién salidos de la 
academia de Ávila. Lo que ocurre es que antes del “procés” independentista cuando un agente tenía como primer destino Cataluña 
aguantaba allí 10 o 12 años hasta poder pedir el traslado a sus ciudades de origen. Ahora solicitan el cambio de destino durante el 
primer año y no les importa perder el baremo ni ir a otras ciudades, aunque estén lejos de sus lugares de origen».

9 Ibídem.
10 Artículo 5.1 de la Ley Orgánica 4/2015, de 30 de marzo, de protección de seguridad ciudadana. cv
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singularidad, así como para dotar a nuestras FYCSE de todo el personal y material necesarios para 
asegurar el correcto ejercicio de sus funciones.

En virtud de lo expuesto, el Grupo Parlamentario VOX presenta la siguiente

Moción

«El Congreso de los Diputados insta al Gobierno a lo siguiente:

1. Declarar la Comunidad Autónoma de Cataluña como zona de especial singularidad, a fin de 
garantizar la protección de los agentes del Cuerpo Nacional de Policía y Guardia Civil allí destinados del 
acoso y hostigamiento al que se ven sometidos por parte del separatismo e independentismo radical. Esta 
declaración conllevará anexo un aumento de la dotación personal y material de las Fuerzas y Cuerpos de 
Seguridad del Estado destinados en dicha Comunidad Autónoma, así como incentivos económicos parar 
promover el traslado de personal a dicha región, favoreciendo el arraigo de los mismos en Cataluña.

2. Elaborar y aplicar un plan integral con medidas económicas y sociolaborales para los policías y 
guardias civiles destinados en Cataluña, en el que expresamente se les reconozca un complemento 
salarial de especial singularidad (complemento retributivo de peligrosidad o penosidad especial), días de 
permiso y el cómputo a efectos de baremación derivado de la prestación de su servicio en esta Comunidad 
Autónoma.

3. Condenar expresamente los actos de violencia callejera que han sufrido nuestras FYCSE con 
motivo del día de Cataluña, especialmente las sufridas el pasado fin de semana en la Jefatura de Policía 
Nacional de Barcelona, sita en la vía Laietana, así como todos los mensajes que alientan a cometer tales 
delitos.

4. Reconocer expresamente la labor de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado destinados 
en la Comunidad Autónoma de Cataluña, y expresar su apoyo a las mismas en el ejercicio de sus 
funciones, especialmente en los atentados sufridos por parte de los separatistas e independentistas 
radicales de Cataluña.

5. Mantener la sede de la Jefatura de la Policía Nacional sita en la calle Vía Laietana, ubicada en la 
capital de la Comunidad Autónoma de Cataluña, pues no existe razón ni funcional ni operativa que lo 
justifique.

El Congreso de los Diputados:

1. Acuerda la reprobación del Sr. Ministro del Interior por dejación de funciones en la defensa y 
protección de las Fuerzas y Cuerpos de Seguridad del Estado en la Comunidad Autónoma de Cataluña.

2. Instar al Sr. Presidente del Gobierno a que destituya al Sr. Ministro del Interior, Fernando Grande-
Marlaska Gómez.» 

Palacio del Congreso de los Diputados, 30 de septiembre de 2021.—Macarena Olona Choclán, 
Portavoz del Grupo Parlamentario VOX.

cv
e:

 B
O

C
G

-1
4-

D
-3

47

http://www.congreso.es  Calle Floridablanca, s/n. 28071 Madrid
D. L.: M-12.580/1961 CONGRESO DE LOS DIPUTADOS Teléf.: 91 390 60 00
Edición electrónica preparada por la Agencia Estatal Boletín Oficial del Estado – http://boe.es


		2021-10-21T08:26:52+0200




